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		La patria es el altar ante el cual sacrificáis a nuestros hijos para lavar vuestras conciencias.
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			Un político piensa en las próximas elecciones, un estadista, en la próxima generación.
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			La existencia de una nación es, si me disculpan la metáfora, un plebiscito cotidiano, de la misma manera que la existencia del individuo es una perpetua afirmación de la vida.
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			¿Qué es una nación?




		




		



			 


			 


			Prefacio a la presente edición


			 


			 


			El 25 de julio de 2014, el que fuera presidente de la Generalitat entre marzo de 1980 y diciembre de 2003, Jordi Pujol i Soley, decidió dinamitar su imagen de estadista, de patriota catalán que lo había sacrificado todo, desde su libertad —pasó más de dos años y medio en las cárceles de Franco— hasta su vida familiar, cuando confesó públicamente que había mantenido dinero no declarado en el extranjero durante los últimos treinta y cuatro años.


			La versión oficial hasta entonces decía que Pujol había sacrificado por Cataluña familia y patrimonio personal, encarnado en Banca Catalana, la entidad de crédito que fundó junto a su padre Florenci Pujol Brugat. Los Pujol fundaron Catalana junto al amigo de la familia, el marchante de diamantes Moisés Tennembaum en 1960, poco antes de que el ex presidente de la Generalitat fuera detenido por su campaña contra Franco en lo que se acabaría conociendo como «els fets del Palau», por los que Pujol cumplió dos años y medio de una condena de siete años de prisión en el penal de Torrero en Zaragoza.


			Hasta ahora, incluso sus más acérrimos detractores admitían que Cataluña ha sido su causa, su bandera y su obsesión. En una de las entrevistas que mantuvimos con el ex conseller Macià Alavedra, se sintió acorralado por nuestras preguntas y nos espetó: «Vosotros los comunistas [para Alavedra cualquiera que no bendiga sus actuaciones es comunista] sois todos unos pujolistas». Pero es que Pujol consagró su vida a hacer realidad su idea de lo que debía ser el país, pero, sobre todo, a gobernarlo. Jordi Pujol ha sido un hombre afortunado. Desde los doce años quería ser presidente de Cataluña, a pesar de que en 1942 la persecución de lo catalán era una de las máximas del régimen del general Franco, persecución que se prolongaría hasta 1975. Sin embargo, el 20 de marzo de 1980 Pujol consiguió su objetivo vital, ser presidente de Cataluña para iniciar la reconstrucción nacional del país. Se mantuvo en el cargo veintitrés años y medio y se convirtió en uno de los políticos democráticos más longevos de la historia de Europa. Pero ¿cómo logró convertirse en el primer presidente de la Generalitat restaurada y, sobre todo, cómo consiguió mantenerse en el poder durante tanto tiempo? Pujol ha sido un líder nato con la capacidad de articular un movimiento político y social en torno a su persona.


			Transcurridos casi once años desde que abandonó la presidencia de la Generalitat, Pujol decidió confesar algunos de sus pecados. Y en esta ocasión no lo hizo por Cataluña, sino en un intento desesperado de salvar a su familia, en particular a su esposa, Marta Ferrusola, y a cuatro de sus hijos, Marta, Pere, Mireia y Oleguer, descubiertos ingresando 3,4 millones de euros en Andorra. Además los otros hijos, Jordi, Oriol y Oleguer, están desde hace tiempo en el foco de la justicia por sus inexplicables fortunas personales y por su supuesta implicación en casos de corrupción. A sus ochenta y cuatro años, Pujol parece estar ofreciéndose como cordero sacrificial a cambio de paz para la familia que supuestamente desatendió durante su lucha antifranquista, su encarcelamiento, su liderazgo al frente de Banca Catalana y, finalmente, durante sus veintitrés años y medio como presidente de la Generalitat. Pujol confesó haber tenido cuatro millones de euros en el extranjero sin regularizar fruto de la herencia de su padre en 1980. Casualmente la cifra coincidía con el valor de un paquete de acciones desaparecido durante su mandato al frente de Banca Catalana. A la luz de las investigaciones sobre la fortuna de su familia, todo parece indicar que el sacrificio de Pujol no sólo será estéril, sino tremendamente perjudicial para el proceso de autodeterminación iniciado por su delfín político, Artur Mas. Un proceso que Pujol ha apoyado con vehemencia tras abandonar el poder así como su política de peix al cove («pájaro en mano», en catalán).


			Pero, en nombre de Cataluña, Pujol empezó a construir su gobierno en la sombra con la fundación de Banca Catalana. Su paso por las cárceles franquistas no hizo sino consolidar su aura de luchador antifranquista. Y fue en Catalana donde empezó a apreciar el valor del dinero. Casi once años después de su salida del poder y a la luz de los últimos acontecimientos es el momento de investigar las razones de su longevidad política y qué papel ha jugado en ello la corrupción. El ex presidente catalán ha sido un político heterodoxo que no ha dudado en utilizar métodos cuestionables para retener el poder que le permitiría llevar a cabo su proyecto de reconstrucción nacional. Eso sí, él personalmente logró transmitir la imagen de que nunca fue codicioso, a diferencia de su entorno familiar más próximo, su mujer y sus hijos. Todos sus actos se explicaban porque eran necesarios para la consolidación de Cataluña. Con una mentalidad de resistente, siguió oponiéndose al Estado desde la administración. Para ello utilizó a diferentes personas que encarnaban su reflejo oscuro, su particular retrato de Dorian Gray, como Lluís Prenafeta o Macià Alavedra. Aunque era en su propio domicilio donde habitaba el retrato más feo de su alma.


			Cuando no logró que las élites catalanas se comprometieran con su proyecto recurrió, a través de sus reflejos oscuros, a personajes que más tarde se instalarían en el imaginario colectivo como los rostros del hampa barcelonesa, como Javier de la Rosa, Lluís Pascual Estevill o Juan Piqué Vidal. Fue laxo a la hora de perseguir la corrupción política, que llegó a instalarse en círculos muy próximos a su persona, algo en lo que la figura de su mujer, Marta Ferrusola, y la de sus hijos mayores tienen mucho que ver. Pero, hasta cuando miraba para otro lado, lo hacía en nombre de Cataluña. Incluso sus enemigos se ven obligados a reconocer que Pujol no tuvo jamás rival como político y que su contribución a la historia democrática de Cataluña y de España es impagable. A la vista de los últimos acontecimientos, sin embargo, si no él, su entorno familiar más próximo sí encontró la manera de ponerle precio.


			Para bien y para mal, Jordi Pujol es uno de los políticos más importantes de la Cataluña del siglo XX y, probablemente, ocupará un lugar destacado en la historia catalana y española. Sus casi veinticuatro años como presidente de la Generalitat de Cataluña, cargo en el que permaneció hasta diciembre de 2003, cuando entregó el testigo al socialista Pasqual Maragall, y su propia historia personal y política le convierten en una figura de excepción digna del estudio de historiadores y politólogos que podrán situar, con la perspectiva adecuada, a Jordi Pujol en la posición que le corresponde en la historia. Casi once años después de que Pujol abandonara el poder ha pasado de ser visto como un personaje digno de veneración incluso por aquellos que, en el pasado, habían sido sus más acérrimos enemigos, a encarnar la corrupción, si no a título personal, sí como el patriarca de un clan de sátrapas. Semanas antes de que Pujol abandonara el poder empezaron a sucederse reportajes, libros y glosas de su vida política, en su mayoría laudatorios, aunque también los hubo hostiles. Se trata de aproximaciones de «despedida», de «agradecimiento de los servicios prestados» al país y a la sociedad catalana. Homenajes sin duda merecidos, pero que no han contribuido a desvelar los principales enigmas sobre la personalidad de Jordi Pujol. Todos aquellos homenajes han sido sustituidos desde el 25 de julio por durísimos ataques de todas las procedencias. Y es que muchos de los que ignoraron las informaciones críticas que algunos hemos venido publicando durante los últimos treinta y cuatro años, ahora afirman que lo sabían todo. Cabe preguntarse qué tipo de sociedad permite el liderazgo de unos próceres tan tolerantes con la corrupción.


			También se ha abierto la veda para atribuir a la familia Pujol-Ferrusola fortunas difíciles de concebir, superiores en algunos casos a los 1.800 millones de euros. Las cifras, además, están avaladas por informes del Ministerio del Interior. Cuando finalmente se hagan públicos esos informes, habrá que discernir qué parte corresponde a la fortuna oculta real de los Pujol y qué parte se debe atribuir al intento del Estado de aprovechar el escándalo para combatir el proceso soberanista en Cataluña. En cualquiera de los casos, el origen sería ilícito.


			Del Jordi Pujol privado se conocen pocos detalles más allá de algunos lugares comunes, como que se licenció en medicina aunque sólo la ejerció mientras estuvo encarcelado en la prisión de Torrero en Zaragoza, que es un católico practicante, que calza un treinta y nueve, que es una persona poco sofisticada en la mesa, que es soberbio e impertinente al tiempo que brutalmente inteligente y poseedor de una memoria sin igual. Y, sobre todo, su pasión casi obsesiva por Cataluña. Es en nombre de Cataluña que Pujol decía actuar durante casi toda su vida. Para bien y para mal.


			Este libro es un intento de desvelar algunos de los misterios que han rodeado y aún rodean a Jordi Pujol. El ex presidente catalán fue un líder antifranquista, pero no al uso, desde la militancia en un partido político, sino de una manera personal, amparado por el nacionalismo católico catalán. Fue encarcelado por la dictadura franquista y, aun así, logró levantar un imperio financiero con Banca Catalana, un banco que ha sido calificado en algunas ocasiones de Generalitat clandestina. Construyó un movimiento político en torno a su propia persona, y que tiene algo del gaullismo e incluso del peronismo, que logró, con la ayuda de la patronal catalana y por sorpresa, derrotar a la izquierda en las primeras elecciones autonómicas democráticas tras la dictadura. Desde ese momento construyó, de la nada, un aparato administrativo digno de un Estado.


			Sobre Pujol se ha escrito sin pausa desde hace más de cincuenta años. Pero no se ha dicho todo. La historia oficial le presenta como un líder con características mesiánicas: tuvo su momento de revelación, el conocido episodio del Tagamanen, cuando recién terminada la Guerra Civil, en la cima de esa montaña, en compañía de su tío Narcís, tuvo conciencia de que Cataluña era un país destruido que debía ser levantado de nuevo, misión a la que se consagró desde ese momento; su martirologio, cuando fue detenido y condenado a siete años de prisión en 1960 por lo que se conoce como «Els fets del Palau» y por su autoría del panfleto Us presentem el general Franco; y, finalmente, su confirmación como estadista y referente institucional cuando, diez meses después de convertirse en presidente de la Generalitat, el 23 de febrero de 1981, durante el intento de golpe de Estado del teniente coronel de la Guardia Civil Antonio Tejero, fue el único político de entre los que no se encontraban retenidos por los golpistas en el interior del Congreso de los Diputados que estuvo a la altura, se alineó con la Corona y se convirtió en el portavoz del monarca ante los medios de comunicación para tranquilizar a la población, no sólo catalana, sino española, incluidos aquellos que se encontraban más allá de las fronteras españolas.


			Ahora es más evidente que nunca que no todo fue meritorio, sin embargo. Cuando una figura de las dimensiones de las de Jordi Pujol se retira, la tendencia generalizada es glosar sus logros e ignorar sus errores y sus faltas. La lista de errores y, sobre todo, de faltas —la mayoría de las cuales fueron cometidas en nombre de Cataluña— de Jordi Pujol es considerablemente larga y no debe ser pasada por alto, cuando menos, para tener una imagen completa del personaje.


			La mayor parte de los protagonistas de la historia de Pujol, tanto la oficial como la oculta, no sólo siguen vivos y gozan de buena salud, sino que parecía que, tras la retirada de Pujol y el pase de su formación política, Convergència i Unió, a la oposición, se iban a sentir más cómodos para sincerarse. Pero al final ha sido la confesión del propio Pujol, motivada por los problemas judiciales de su familia, la que ha sorprendido a propios y extraños. Para colmo, su versión es parcial y nadie espera que sea toda la verdad.


			La familia de Pujol es uno de los aspectos más controvertidos de su vida. Pujol era un hombre con una economía algo más que acomodada cuando llegó a la presidencia de la Generalitat. Lo que es incontrovertible es que la mayor parte de los siete hijos del ex president, especialmente Jordi, Josep, Oriol y Oleguer Pujol Ferrusola, se han beneficiado de que su padre presidiera la Generalitat. Algunos de ellos incluso se han enriquecido de forma monumental. Se les atribuye una voracidad en el mundo de los negocios que pretende resarcir a la familia de los perjuicios de la entrega de Jordi Pujol al país. Pero ¿era inevitable que se beneficiaran de su apellido? ¿Ha sido la presencia de su padre en la presidencia de la Generalitat lo que ha permitido que sus hijos se enriquecieran?


			El padre de Pujol, Florenci Pujol Brugat (Darnius, Girona, 1907-Barcelona, 1980), era un especulador bursátil que le apoyó en todas sus iniciativas, especialmente en la más importante de las que acometió durante el franquismo: la fundación de Banca Catalana. Florenci Pujol, un avispado especulador bursátil conocido como «el Pujolet de la Borsa», que se hizo millonario con sus operaciones a corto en los parqués, se asoció con el marchante de diamantes Moisés Tennembaum para comprar la ficha bancaria de la pequeña Banca Dorca y ponerla en manos de Jordi Pujol a su salida de prisión para que construyera Banca Catalana.


			La esposa de Jordi Pujol, Marta Ferrusola (Barcelona, 1935), es otro personaje imprescindible para construir una imagen verosímil del Pujol oculto. Una mujer de fuertes convicciones, dura y, en ocasiones, hasta despiadada, fue una fiel colaboradora de Pujol en la lucha antifranquista, hasta el punto de que era la encargada de mecanografiar la mayor parte de la propaganda que su marido elaboraba contra el régimen y la mayoría de sus escritos. Animó a Pujol a realizar una declaración digna y valiente ante el consejo de guerra que le condenó en 1960, que le supuso que le impusieran íntegramente la pena que solicitaba el fiscal, siete años de prisión —finalmente cumplió algo más de dos y medio gracias a sucesivos indultos generales del régimen—, y fue una figura fundamental en la administración de Banca Catalana mientras su marido estaba en presidio.


			Su ascendente sobre Pujol es mucho más importante del que confiesa públicamente. Fue Marta Ferrusola quien le presentó a Lluís Prenafeta, quien sería secretario de Presidència de la Generalitat entre 1980 y 1990. Marta Ferrusola es también la responsable del nombramiento para ese cargo de este maquiavélico personaje, fundamental para explicar algunos de los aspectos oscuros del pujolismo. Convertido en su hombre en la sombra, Prenafeta fue el nexo de unión entre Pujol y el entorno del financiero Javier de la Rosa, lo que incluye al abogado Juan Piqué Vidal y al juez Lluís Pascual Estevill.


			Tras la quiebra de Banca Catalana en 1982, y mientras Pujol se dedicaba a la «reconstrucción» nacional de Cataluña, Ferrusola decidió que había llegado el momento de recibir su compensación por los sacrificios personales y patrimoniales que había hecho su marido. Y así educó a sus hijos, para sacar provecho de la posición de su padre. En 1999 Ferrusola aún defendía el derecho de sus hijos a recibir concesiones de la administración. Para inculcar esa idea en sus hijos no podía contar con un Jordi Pujol que se pasaba el día encerrado en su despacho del Pati dels Tarongers en el Palau de la Generalitat. Contó, eso sí, con la ayuda del siniestro Lluís Prenafeta en esa labor.


			Prenafeta ejerció también de «padrino» profesional y político de los hijos de Jordi Pujol. Empleó en su empresa familiar, la desaparecida Tipel, a Jordi Pujol Ferrusola. En Tipel, Pujol Ferrusola trabajó con un ambicioso joven, Artur Mas, que acabaría por suceder a Pujol al frente de CDC y como presidente de la Generalitat. Pero Prenafeta fue más lejos. El ex secretario de Presidència animó a los hijos de Jordi Pujol a descabalgar de la dirección de CDC y de la carrera por la sucesión del ex presidente a Miquel Roca, el que parecía ser su delfín natural. Los hijos de Pujol contaron en aquella batalla con el apoyo incondicional de su madre. Prenafeta es también el nexo entre la familia Pujol y el denominado «sector negocios» de CDC, uno de cuyos miembros más destacados es Macià Alavedra. Interlocutor de la burguesía catalana ante el pujolismo después de que Prenafeta abandonara la Generalitat en 1990, Pujol encargó a Alavedra la delicada responsabilidad de las relaciones con personalidades que acabarían por revelarse como el alma del hampa barcelonesa de cuello blanco.


			Aquella sustitución pareció enemistar a Prenafeta con Alavedra. Por eso sorprendió que la Audiencia Nacional ordenara la detención de ambos como líderes de una red de tráfico de influencias y de blanqueo de capitales en octubre de 2009. Prenafeta y Alavedra están en libertad bajo fianza a la espera de juicio por lo que se denominó el caso Pretoria.


			El papel de Prenafeta como tutor de los hijos de Jordi Pujol es discutible. Y, en el caso de Jordi Pujol Ferrusola, deficiente, porque no supo transmitirle lo perniciosa que puede ser una amante despechada. Tras separarse de Mercè Gironès, Jordi Pujol Ferrusola inició una relación con Victoria Álvarez. Cuando el primogénito de Pujol abandonó a Victoria Álvarez, ésta, despechada, empezó a difundir toda clase de informaciones sobre los negocios de Pujol Ferrusola. Algunas confirmaban los rumores, otras son absolutamente inverosímiles. Pero sirvieron como excusa para que la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) del Cuerpo Nacional de Policía enviara un destacamento a Barcelona para recoger todas las denuncias posibles sobre los Pujol-Ferrusola. Los primeros informes probaban que el hijo mayor del ex president estaba moviendo más de 32 millones de euros por diversos paraísos fiscales y sitúan su fortuna en el extranjero en cerca de 600 millones de euros.


			Pero si el entorno familiar de Pujol fue importante en la creación y consolidación de la figura del ex presidente de la Generalitat, no lo fue menos Banca Catalana. Una parte importante de la actitud de Pujol y de su aparente tolerancia con la corrupción de sus subordinados procede de su época como responsable de Catalana y de su reacción ante la presentación de la querella contra él y contra otros veinticuatro gestores de la entidad por la fiscalía el 24 de mayo de 1984, apenas un mes después de que lograra ser elegido presidente de la Generalitat por segunda vez y de que consiguiera su primera mayoría absoluta.


			Muchos de sus colaboradores más próximos en Banca Catalana le acompañaron a la Generalitat y muchos de sus socios han seguido vinculados a los proyectos de Pujol y recibiendo prebendas públicas. Los descendientes de los fundadores de Banca Catalana han seguido vinculados al entorno familiar de Jordi Pujol. Quizá el caso más paradigmático sea el de David Madí, confidente de Jordi, Josep y Oriol Pujol Ferrusola y hombre de confianza de Artur Mas, al que los hijos del ex presidente designaron su sucesor. Aunque en los últimos años, y hasta que en 2012 estalló el escándalo de las ITV por el que Oriol Pujol sería imputado judicialmente, todo parece indicar que el papel que Pujol reservaba para Mas era el de regente, a la espera de que Oriol Pujol pudiera sucederle en la presidencia de la Generalitat en una suerte de monarquía civil.


			Personajes como Madí eran nietos de los primeros compañeros de viaje de Pujol en Banca Catalana. David Madí, que acabaría por romper con Mas, es nieto de Joan Baptista Cendrós, un adinerado perfumista, accionista y consejero de Banca Catalana y uno de los veinticinco querellados por la fiscalía. Cendrós fue el hombre que negoció en 1962 con el Ministerio de Economía franquista el cambio de nombre de la Banca Dorca, la entidad que la familia Pujol había comprado tres años antes, y la rebautizó con el nombre que la hizo célebre, en contra del criterio del propio Pujol.


			Banca Catalana nació con la idea de no ser un banco convencional, sino un instrumento para la construcción nacional de Cataluña. Pujol, que era un hombre vigilado por los servicios secretos y por las fuerzas de seguridad del franquismo, desarrolló desde Catalana una actividad clandestina de mecenazgo para la que en ocasiones tenía que saltarse la ley. Faltas cometidas en nombre de Cataluña que seguiría cometiendo cuando accediera a la presidencia de la Generalitat. Especialmente, después de que la querella presentada por la fiscalía le bajara de la nube en la que le había instalado el reconocimiento por su actuación durante el 23-F y que le había llevado al convencimiento de que formaba parte del aparato institucional del Estado. Aunque la principal acusación de Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena era conceder créditos sin garantías, desvíos de dinero a organismos sin capacidad de devolución o hacia sí mismo, la querella le convenció de que seguía estando perseguido por el Estado y de que la construcción de Cataluña debería hacerse con la oposición del gobierno. Una convicción que le ha llevado a comportarse en público como el referente institucional que siempre ha deseado ser y, en ocasiones, en privado, como el líder clandestino que siempre ha sido.


			En Catalana, Pujol demostró ser también un gran prestidigitador. Hacía desaparecer dinero a voluntad y utilizaba la entidad para financiar proyectos tan catalanistas como ruinosos. Tal vez ésa sea la razón del desapego que buena parte de la burguesía catalana sintió por Pujol. Les embarcó en un macroproyecto bancario en el que invirtieron importantes cantidades de dinero para, una vez cumplida la función que Pujol había reservado a la entidad, la dejó caer y el valor de los títulos de los inversores pasó a ser cero. Salvo para el propio Pujol si se confirma que el dinero que ha acabado confesando poseer en el extranjero procede de los malabarismos que hizo con las acciones de Banca Catalana.


			¿Fue la querella un intento del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) de liquidar políticamente a Jordi Pujol? ¿O las irregularidades cometidas por Pujol y sus colaboradores en la entidad financiera justificaban la actuación de unos fiscales especialmente celosos que escaparon al control del gobierno socialista? Es otro de los puntos que esperamos contribuir a aclarar.


			Además de la convicción de ser una persona perseguida por el Estado, Jordi Pujol consiguió con la investigación judicial sobre Banca Catalana otra cuestión no menos importante: la identificación entre su persona y Cataluña. De manera que cualquier ataque a Jordi Pujol, por justificado que fuera, era en realidad un ataque a Cataluña. Los recién fundados medios públicos de la Generalitat, Catalunya Ràdio y TV3 (que constituyeron el primer éxito de Pujol como «empresario» de medios de comunicación tras un número considerable de fracasos, como la desastrosa gestión del semanario Destino y del diario El Correo Catalán, antes de su llegada al poder), contribuyeron a fijar esa identificación en el imaginario colectivo. Esa operación de imagen le iba a blindar en el futuro contra sucesivas acusaciones de corrupción.


			El «caso Banca Catalana» desató además las primeras cazas de brujas por parte de los hombres de Pujol. Por supuesto, los fiscales, junto a periodistas e intelectuales que creyeron en la querella contra los ex administradores de Catalana, fueron etiquetados como anticatalanes con independencia de su actuación cívica o política.


			Fruto de la actitud de Pujol tras el escándalo de Banca Catalana son algunos de los episodios oscuros de la historia del pujolismo, como su intento de fundar un partido español con la Operación Reformista y su cuestionable financiación. O la relación de la Generalitat y de CDC con la industria del juego, especialmente con Casinos de Catalunya-Inverama, que acabó estallando como el primer caso de financiación ilegal de partidos en España. Los hombres de Pujol nunca han querido hablar del «caso Casinos». En el mejor de los casos, negaban que Pujol estuviera informado de los manejos de sus principales colaboradores. Una versión que resulta difícil de creer si se tiene en cuenta la personalidad de los principales implicados: el fallecido Francesc Gordo, hombre de confianza de Pujol desde la época de Banca Catalana; el propietario de Inverama, Artur Suqué, uno de los escasos miembros de la élite empresarial que forman parte del círculo más próximo a Pujol desde que fueran compañeros de pupitre en la Deutsche Schule, y Antoni Subirà, fundador de Convergència, conseller de la Generalitat y marido de una prima hermana de Pujol.


			Pujol no desdeñó el juego sucio después del escándalo de Banca Catalana. Y en contra de la historia oficial, no siempre fue un gobernante responsable. Su aversión a los socialistas, responsables de la «jugada indigna» de Banca Catalana, le llevó a boicotear prácticamente hasta el final la organización de los Juegos Olímpicos de Barcelona, que se celebraron en el verano de 1992. El sucesor de Pujol en la presidencia de la Generalitat, Pasqual Maragall, entonces alcalde de la ciudad, se vio expuesto en aquella época a la difusión de rumores constantes sobre su supuesto alcoholismo. Tras aquellos rumores muchos han visto la mano de Prenafeta.


			También es fruto de esa sensación de persecución el extraño caso de la contratación en 1986 de la compañía israelí de seguridad ISDS —cuya relación con la administración catalana parece haberse prolongado al menos hasta mediados de la década de 1990—, que acabó estableciendo para la Generalitat un servicio de espionaje cuyo principal objetivo era la contravigilancia. Pujol es un conocido prosionista, de manera que no es sorprendente que confiara su seguridad a una compañía israelí. La contravigilancia funcionó cuando en 1992 Pujol, y especialmente algunos de sus hijos, empezaron a ser investigados por los servicios secretos españoles, el actual Centro Nacional de Inteligencia (CNI), que entonces respondía al acrónimo Cesid (Centro de Estudios Superiores para la Defensa). El que entonces era máximo responsable policial de los Mossos d’Esquadra, el antiguo comandante del Ejército del Aire Josep Peris, había empezado a recopilar información sobre las relaciones entre Jordi Pujol Ferrusola y Javier de la Rosa, así como sobre las actividades de Oleguer Pujol Ferrusola, el benjamín de la familia, en el entorno del independentismo radical. Versiones apócrifas apuntan que el informe redactado tras aquellas investigaciones era inocuo y no revelaba actividad irregular alguna; por otro lado, el hecho de que Peris continuara vinculado a la Generalitat percibiendo su sueldo sin hacer acto de presencia y emergiera años más tarde como dirigente y jefe de seguridad de Unió Democràtica, sugiere que podía tratarse de un agente doble. Ése es otro de los puntos que pretendemos aclarar en estas páginas.


			Con anterioridad a la contratación de ISDS, Pujol modificó su planteamiento de policía autonómica. Si en 1980 no creía en la necesidad de que los Mossos d’Esquadra fueran una policía integral y lo que reclamaba era más el control de las fuerzas de seguridad del Estado, tras el caso de Banca Catalana llegó a la conclusión de que, si no podía controlar la justicia, sí podría hacerlo con las fuerzas de seguridad.


			Aunque este episodio no es el único que afecta a la relación de Pujol con la creación de servicios secretos paralelos. En ese sentido, será interesante aclarar las misteriosas afirmaciones realizadas por José María Fuster-Fabra, abogado de un oscuro personaje que decía ser Mikel Lejarza, el Lobo, el infiltrado de los servicios secretos en la dirección de ETA que contribuyó al desmantelamiento del colectivo Artapalo. El cliente de Fuster-Fabra trabajó para La Vanguardia y fue acusado de crear en Barcelona una red de escuchas ilegales que extorsionaba a varios empresarios. Durante el juicio, celebrado en 1995, Fuster-Fabra negó que su cliente tuviera relación alguna con una serie de pinchazos telefónicos realizados en las líneas del entonces fiscal jefe del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya, Carlos Jiménez Villarejo —uno de los fiscales del caso Banca Catalana—, y en las de algunas personalidades conocidas por su posición desafecta a Jordi Pujol. El abogado del Lobo atribuyó aquellas escuchas telefónicas a Javier de la Rosa y al propio presidente de la Generalitat.


			El síndrome del perseguido también le ha llevado más allá de la tolerancia con la corrupción de sus colaboradores. De hecho, cada vez que alguno de sus hombres ha sido acusado de corrupción, Pujol ha hecho de su defensa el objetivo prioritario. Aun así, en la mayor parte de los casos se ha visto obligado a ceder y a entregar la cabeza de personajes que debían desempeñar misiones importantes, como en el caso de Josep Maria Cullell, uno de los aspirantes a la sucesión de Pujol que tuvo que abandonar la política en noviembre de 1994 tras filtrarse un supuesto intento de tráfico de influencias por su parte.


			Corrían los años salvajes de la corrupción, en España en general y en Barcelona en particular. Pujol, que siempre se ha sentido despreciado por la burguesía catalana, tuvo que ver cómo los hombres en los que se había apoyado para defenderse personalmente o para sacar adelante algunos de sus proyectos iban cayendo en manos de la justicia. De la Rosa, Estevill, Piqué Vidal, el propio Prenafeta… Una larga lista de personajes que, para sorpresa de muchos, Pujol había exhibido como la élite del pujolismo.


			El clima generalizado de corrupción erosionó al gobierno socialista de Felipe González hasta provocar su caída del poder. La agonía del gobierno de González empezó en 1993, cuando su partido perdió la mayoría absoluta de la que disfrutaba desde 1982 en el Congreso de los Diputados. Una situación que brindó a Pujol la oportunidad de volver a ejercer de estadista. Entre 1993 y 1996, con su apoyo al PSOE, y de 1996 a 2000, con el apoyo al primer gobierno de José María Aznar, Pujol se centró en la política española, mientras la catalana pasaba a un segundo plano, lo mismo que su política de partido.


			Descuidó así un aspecto que debería haber sido fundamental para él: su sucesión. Mientras Pujol se ocupaba de España, sus hijos empezaron a preocuparse por el legado del entonces presidente. Intentaron, y lo lograron, controlar el proceso de sucesión de Pujol para designar a un hombre influido por ellos, Artur Mas. Entonces, las acusaciones de corrupción que acuciaban al único candidato con posibilidades de disputarle la plaza a Mas, el democristiano Josep Antoni Duran Lleida, facilitaron notablemente las cosas al clan Pujol-Ferrusola.


			La última legislatura de Pujol fue un trago amargo para el presidente. Fue una legislatura de transición, en la que CiU estuvo entregada al PP para permitir que Mas emergiera como el líder de un partido construido a imagen y semejanza de Pujol. El resultado no fue desdeñable. Mas ganó las elecciones. Pero la izquierda catalana, cuyo acceso al poder había bloqueado Pujol durante veintitrés años en Cataluña, logró finalmente una mayoría suficiente para gobernar. Desde que Pujol abandonó el poder, CiU ha estado en la oposición durante dos legislaturas, hasta que finalmente recuperó el gobierno de la Generalitat. Durante ese tiempo, los escándalos no han abandonado a la formación de Pujol. El más grave, el «caso Palau de la Música», en el que el presidente de la institución, Félix Millet, cobraba comisiones de hasta el 4 por ciento a la constructora Ferrovial, a cambio de las adjudicaciones recibidas durante el último gobierno de Jordi Pujol. CDC puede tener que responder de hasta 14 millones de euros por beneficiarse de los delitos de Millet. Y la sede central de CDC está embargada judicialmente.


			En estos casi once años, tanto CDC como Pujol han girado hacia un soberanismo más activo. Su problema es que, tras la dimisión de Oriol Pujol Ferrusola tanto en el partido como en el Parlament por su implicación en el escándalo de las ITV, no sólo se ha frustrado el proyecto de seudomonarquía de los Pujol, sino que el movimiento que el ex presidente construyó en 1974 puede saltar por los aires.


			Además de las fuentes documentales, fue necesario casi un centenar de entrevistas para la elaboración de este libro. Para esta nueva edición corregida y aumentada también hemos tenido que buscar nuevas fuentes. Estamos en deuda con todos aquellos que nos han recibido. Los que así lo han querido aparecen identificados en las páginas que siguen. Desgraciadamente, la mayoría ha preferido figurar como fuentes anónimas, a pesar de los casi once años transcurridos desde que Pujol dejó la presidencia de la Generalitat y del estado general de desconcierto que reina en el nacionalismo conservador catalán. Pero eso ha permitido que se expresaran con total libertad.


			 


			FÉLIX MARTÍNEZ Y JORDI OLIVERES


			Barcelona, 2014
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			Tras la pista del León


			 


			 


			Tu casa, y si tienes otra en cualquier otro sitio, será fotografiada del derecho y del revés; el portero, interrogado sobre cuándo entras y cuándo sales; buscarán quién ha puesto las plantas en tu balcón, si es que las tienes, y en el registro todo lo que puedas tener será mirado, remirado y registrado. A mí mismo hace tiempo que me lo miraron todo y me lo fotografiaron todo sin encontrar nada.


			 


			JORDI PUJOL a Artur Mas, el día que el segundo juró el cargo de conseller de Política Territorial i Obres Públiques de la Generalitat, el 21 de junio de 1995


		   


			 


			Silencio. Parece inaudito en una multitudinaria reunión familiar como ésa. Nada menos que dieciséis personas. Pero, una vez más, el León ha rugido. Puede que con menos potencia y con menos agresividad de la habitual. Pero aunque suave, es su rugido, al fin y al cabo. Tiene ya ochenta y cuatro años, pero sigue siendo el patriarca y una figura de respeto no sólo en su entorno familiar, sino en toda la sociedad catalana. Un respeto que, por lo que acaba de anunciar, se dispone a dinamitar para siempre. Ha renunciado a pasar a la historia como el estadista que construyó la Cataluña autonómica de la transición. Cuando se ha dirigido a todos los asistentes a la reunión con el «Escolteu» («Escuchad», en catalán), todos esperaban un anuncio importante, pero no que llegara tan lejos.


			—Escuchad, vuestra madre y yo lo hemos hablado y está decidido. Regularizaremos el dinero que hay en Andorra, trabajaremos a fondo con los abogados para tenerlo todo preparado, y cuando hayamos cumplido los trámites yo confesaré públicamente que el dinero era mío y que lo he mantenido oculto en el extranjero desde que murió el abuelo Florenci.


			Es 12 de julio de 2014. El escenario, la casa que Josep Pujol Ferrusola tiene en la localidad francesa de Latour de Carol. El cónclave lo han convocado el que fuera presidente de la Generalitat de Cataluña entre marzo de 1980 y diciembre de 2003, Jordi Pujol, y su esposa Marta Ferrusola. Y han acudido sus siete hijos con sus respectivos cónyuges.1


			Cuando el 25 de julio de 2014 Pujol emita el comunicado en el que se autoinculpa de haber tenido patrimonio no declarado en el extranjero durante los últimos treinta y cuatro años, la sociedad catalana y la española, indignadas, se preguntarán: ¿por qué ahora? La policía y la justicia llevaban dos años investigando a su hijo mayor, Jordi Pujol Ferrusola. La fiscalía llevaba el mismo tiempo recabando datos sobre el posible blanqueo de dos mil millones de euros por parte de su hijo pequeño Oleguer. ¿Qué fue lo que empujó a Pujol a confesar? La reunión que el ex president convocó en Latour de Carol ofrece buena parte de las claves a esas preguntas. El ex president ya había reclutado a tres prestigiosos abogados y a un asesor fiscal para el equipo de defensa ante los tribunales y ante Hacienda.


			El ex president y su esposa, Marta Ferrusola, se recluyeron en la finca de su hijo Josep en la Cerdanya francesa desde el 7 de julio. Ese día, el periodista Fernando Lázaro publicó en el diario El Mundo que Marta Ferrusola y cuatro de sus hijos, Pere, Marta, Mireia y Oleguer, habían realizado once ingresos por un valor total de 3,4 millones de euros en la Banca Privada d’Andorra (BPA) durante el mes de diciembre de 2010.2


			Hasta ese momento, según las citadas fuentes, los Pujol estaban convencidos de que la investigación judicial sobre el hijo mayor del ex president cojeaba porque la mayor parte de los datos recabados por los responsables de la investigación sobre el hijo mayor del clan, Jordi, procedían de las denuncias de su ex novia Victoria Álvarez. Una investigación que los Pujol-Ferrusola observaban con optimismo porque Álvarez, además de novia del primogénito del clan, había ejercido de comisionista —según el clan—, especialmente en México, y porque el titular del juzgado número 5 de la Audiencia Nacional, Pablo Ruz, había rechazado en primera instancia las alegaciones de Álvarez. Sólo abrió diligencias por orden de la sección tercera de la Audiencia Nacional, que respondía a un recurso de la fiscalía.


			Los Pujol-Ferrusola atribuían muchos de los informes de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) de la Policía a especulaciones a partir de la denuncia de Victoria Álvarez filtradas por personas próximas al jefe de gabinete del presidente del gobierno, Jorge Moragas, a la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, y a la presidenta del PP catalán, Alicia Sánchez-Camacho.


			No podían estar más equivocados. El hasta entonces abogado de Jordi Pujol Ferrusola, Javier Melero, informó a los Pujol, casi al mismo tiempo que aparecía la información sobre las cuentas andorranas, de que Ruz iba a citar en calidad de imputado a Jordi Pujol Ferrusola. Y no descartaba que también fuera imputada su ex esposa, Mercè Gironès, porque es cotitular de muchas de las cuentas investigadas por Ruz. Por eso también fue convocada a la multitudinaria reunión en Latour de Carol. El juez consideraba probado que Jordi Pujol Ferrusola movió hasta treinta y dos millones de euros por trece paraísos fiscales diferentes y los investigadores cifraban la fortuna en el extranjero del hijo mayor de Jordi Pujol en cincuenta y cinco millones de euros.


			Pero ésa no fue la razón principal de la reunión. El auto de Ruz en el que citaba a Jordi Pujol Ferrusola y a su ex esposa, Mercè Gironès, no fue dictado hasta el 29 de julio, cuatro días después de que Pujol se inmolara públicamente. La verdadera razón fue la precisión de la información sobre la cuenta en la BPA, que les llevó a la convicción inicial de que estaban siendo investigados por el Centro Nacional de Inteligencia (CNI).


			La cuenta fue abierta durante los primeros años ochenta del siglo pasado por Marta Ferrusola en lo que hoy es Andbank.3 Como titulares constaban originalmente la propia Marta Ferrusola y sus siete hijos. El saldo inicial del depósito numerado era el equivalente a ocho millones de euros, un millón por cada uno de los titulares. El dinero procedía de una cuenta numerada en un banco suizo. Con el tiempo, tres de los hijos de Pujol, Jordi, Josep y Oriol, retiraron su parte de la cuenta. Ferrusola y los cuatro hijos restantes del matrimonio mantuvieron el depósito, aunque el saldo era inferior, entre cuatro y cinco millones de euros. Pero en 2010, las familias propietarias de Andbank, los Ribas y los Cerqueda, advirtieron a los Pujol de que era mejor que retiraran aquel depósito. La razón: los cambios en la legislación andorrana podían obligar al banco a informar en un futuro de la identidad de los titulares de la cuenta, algo que pondría en un compromiso tanto a Andbank como al clan del ex president. La decisión que tomaron los Pujol fue contraproducente. Trasladaron el dinero a una cuenta de otro banco andorrano, en esta ocasión la Banca Privada d’Andorra. Tuvieron que desplazarse personalmente al principado. Así, Marta Ferrusola, Marta, Pere, Mireia y Oleguer Pujol Ferrusola se trasladaron en once ocasiones a Andorra para trasladar el dinero de Andbank a la BPA en otros tantos ingresos. Cada operación aparecía en la información de Lázaro. Había dado con el rastro del «pecado original».


			Por eso, el ex presidente de la Generalitat se refugió en Latour de Carol y, desde allí, empezó a preparar su plan de contingencia. Hasta ese momento, tres de los hijos del matrimonio Pujol-Ferrusola afrontaban problemas judiciales: Jordi, en la Audiencia Nacional por sus actividades «empresariales» en España, pero sobre todo en el extranjero, incluidos trece paraísos fiscales; Oleguer, investigado por la fiscalía por un supuesto blanqueo de 2.000 millones de euros; y Oriol, el único dedicado a la política, imputado en el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya por el «caso de las ITV». Pero la aparición de la cuenta en la BPA amenazaba con sentar en el banquillo a la familia al completo.


			Entre el 7 y el 12 de julio, Pujol contactó con uno de los penalistas más prestigiosos de Barcelona, Cristóbal Martell, para que coordinara un equipo encargado de defender a la familia al completo, con la excepción de Oriol, que seguiría defendido por Melero. Oriol es el único que ostentaba cargos de alta dirección en Convergència Democràtica de Catalunya al estallar el caso por el que está imputado en el TSJC.


			A Martell le iban a asistir el abogado Albert Carrillo, un letrado de la confianza de Jordi Pujol Ferrusola, y, en lugar de su fiscalista habitual, el especialista en tributos Joan Anton Sánchez Carreté, encargado de los impuestos del ex president desde los primeros años ochenta. Apartar a Melero de la defensa de Jordi Pujol Ferrusola y no de la de Oriol era una manera, según el ex president, de desvincular el «caso Pujol» de Convergència Democràtica.


			Eso fue lo primero que anunció Pujol a su familia aquel sábado. Martell y Sánchez Carreté recomendaron encarecidamente a sus nuevos clientes que regularizaran el dinero que tenían en la BPA. Todos aceptaron y Sánchez Carreté se ocupó de los trámites el mismo lunes 14 de julio.


			Pujol también conminó a su hijo Oriol a renunciar a todos sus cargos en el partido y en el Parlament. De hecho, él mismo había renunciado temporalmente tanto a la secretaría general de Convergència como a la presidencia del grupo parlamentario, con la esperanza de recuperar ambos puestos en cuanto fuera exonerado y, tal vez, suceder a Artur Mas como candidato a la presidencia de la Generalitat. Pero Mas prevé convocar la consulta soberanista el 9 de noviembre y, si se declara ilegal, puede verse obligado a convocar unas elecciones plebiscitarias. Oriol Pujol sigue imputado y las encuestas auguran una caída a plomo de CiU en esas eventuales elecciones.


			El tercer anuncio fue el que dejó a todos los asistentes sin habla. El ex president había decidido que, una vez cumplidos algunos trámites como las declaraciones complementarias presentadas por Marta Ferrusola y sus hijos Marta, Pere, Mireia y Oleguer, la entrega de la venia para la defensa de Jordi Pujol Ferrusola por Melero a Martell, y, sobre todo, recabar el máximo de información posible sobre el origen de la información sobre la cuenta en la BPA, haría una confesión pública de que tenía dinero en el extranjero desde 1980.


			El nuevo equipo de defensa no tardó en hallar la fuente de la policía en la información sobre la cuenta de la BPA, una vez que los cinco implicados les confesaron el rastro del dinero. La regularización costó unos dos millones a la familia.


			Los defensores de la familia Pujol descartaron enseguida la intervención del CNI en el asunto. Todo apunta a un miembro despechado de los servicios jurídicos de BPA que habría puesto la documentación en manos de la UDEF. Ésa es la razón de que el clan del ex president presentara una querella contra Andbank y BPA por vulnerar el secreto bancario. Porque, según el gobierno andorrano, la información no pasó por la vía judicial y sería fruto del árbol prohibido. Salvar la imagen del ex president ya no era el objetivo, sus abogados intentaban anular la prueba para evitarle el trago judicial.


			Una vez regularizado el dinero y descubierta la supuesta fuente de la información sobre las cuentas andorranas, Pujol siguió adelante con su plan, y el 25 de julio envió un comunicado con su confesión a todos los medios de comunicación y acabó así con su estatus de referente político de la transición. Y asestó con ello un duro golpe al proceso soberanista puesto en marcha por su sucesor en CDC y en la Generalitat, Artur Mas.


			El texto difundido por el equipo de defensa de Pujol era ambiguo en cuanto a la cifra, el paraíso fiscal en el que tenían la cuenta familiar y, sobre todo, en cuanto al origen del dinero:


			 


			Ante las informaciones aparecidas desde hace casi dos años alrededor de los miembros de mi familia más directa y de las insinuaciones escritas sobre el origen de los medios económicos de la misma, me veo en la obligación de poner de manifiesto los siguientes extremos:


			—Mi padre, Florenci Pujol i Brugat, dispuso como última voluntad específica que un dinero ubicado en el extranjero —diferente del comprendido en su testamento—, rendimiento de una actividad económica de la que ya se ha escrito y comentado, y que no estaba regularizado en el momento de su muerte en septiembre de 1980, fuera destinado a mis siete hijos y a mi esposa, porque él consideraba errónea y de incierto futuro mi opción por la política en lugar de seguir en el mundo de la actividad económica. Y más aún porque, habiendo vivido de cerca la época difícil de los años treinta y cuarenta, tenía miedo de lo que podía pasar, y más de lo que podía pasarle a un político muy comprometido.


			—La repentina muerte de mi padre tuvo lugar a escasos cinco meses de mi toma de posesión como presidente.


			—En aquel momento la minoría de edad de la práctica totalidad de mis hijos me convertía en responsable legal de cualquier decisión, y pese a que mi conciencia y mi cargo me empujaban a rechazar esta herencia, la última voluntad de mi padre junto con su opinión y dudas sobre mi opción vital por la política pesaban todavía más, y finalmente decidí encargar su gestión y regularización a una persona de máxima confianza de mi padre y también mía, gestión de la que no quise saber nunca el más mínimo detalle, hasta que llegados a la mayoría de edad todos mis hijos se decidió que esta persona cediese esta gestión a uno de mis hijos. Es en este momento que mi error original contaminó directamente a mis siete hijos y a mi esposa.


			—Lamentablemente no se encontró nunca el momento adecuado para regularizar esta herencia, como sí han podido hacer el resto de personas que se encontraban en una situación similar en tres ocasiones excepcionales a lo largo de treinta años de vigencia del actual sistema tributario.


			—Finalmente ha sido en estos últimos días que los miembros de mi familia han regularizado esta herencia, con las consecuencias del nuevo marco legal aprobado para incentivar la última regularización excepcional de noviembre de 2012 y para penalizar extremadamente las regularizaciones posteriores.


			—De los hechos descritos y de todas sus consecuencias soy el único responsable, y quiero manifestarlo de forma pública, con mi compromiso absoluto de comparecer ante las autoridades tributarias o si hace falta ante instancias judiciales para acreditar estos hechos y de esta forma acabar con las insinuaciones y los comentarios.


			—Expongo todo esto con mucho dolor por lo que significa para mi familia y para mí mismo pero sobre todo por lo que puede significar para tanta gente de buena voluntad que puedan sentirse defraudados en su confianza, a la cual pido perdón. Y también les pido que sepan separar los errores de una persona —por muy significativa que haya sido—, y que esta declaración sea reparadora en lo que sea posible del mal y de expiación por mí mismo.


			 


			Lejos de parar el golpe, el comunicado de Pujol abrió de nuevo la veda para la caza de cualquier dato que pudiera revelar que la corrupción formaba una parte sustancial del conjunto de valores que rigen el clan Pujol. Y, por mucho que sus abogados estuvieran seguros de tener identificada a la fuente de la filtración sobre su cuenta en Andorra, siguieron convencidos de ser objetivo de los servicios secretos españoles y de cualquier instrumento a disposición del gobierno. Estaban seguros de que el ejecutivo presidido por Mariano Rajoy se había fijado como objetivo el descrédito de la familia para debilitar el proceso soberanista iniciado por el gobierno de Convergència i Unió, por mucho que los secretos de los Pujol fueran reales. No sería la primera vez.


			 


			 


			
«DÉJÀ VU»


			 


			«No soy un traidor.» Ya no se oía a sí mismo pronunciar la frase con ira. Se la repetía una y otra vez, como una suave letanía, como un extraño mantra, tan suave que ni siquiera el conductor del taxi la oía brotar de sus labios. La primera vez que tuvo que evitar pronunciarla, sin embargo, se había formado en su garganta como un exabrupto iracundo. Estaba en los vestuarios de una comisaría de los Mossos d’Esquadra al final de la jornada y acababa de iniciar un poco sutil interrogatorio a uno de los escoltas del president sobre los lugares que había visitado ese día Jordi Pujol, cuando el agente, indignado, le espetó: «Pero tú ¿para quién trabajas?». Era una clara insubordinación. Un simple agente, por mucho que tuviera asignada la protección personal del presidente de la Generalitat, no tenía derecho alguno a dirigirse al subinspector de los Mossos, la máxima autoridad policial de Cataluña, en ese tono ni a hacer insinuaciones sobre su lealtad. Pero el subinspector no amonestó al escolta. No iba a poner en peligro su misión, porque no era un traidor, pero sí un topo.


			El taxi acababa de llegar a su destino, la confluencia de la calle Balmes con la Ronda Universitat. Cualquiera de sus subordinados podría haberle llevado en un coche patrulla de la policía autonómica. Pero no era prudente que sus Mossos le situaran nada menos que en la sede del Centro Superior de Estudios para la Defensa (Cesid).4 Era octubre de 1992 y, en las últimas semanas, sus visitas a la delegación barcelonesa de los servicios secretos españoles habían sido demasiado constantes como para no despertar sospechas si llegaban a oídos de sus superiores. Josep Peris emergió del interior del coche enfundado en el uniforme de subinspector de los Mossos d’Esquadra.


			El uniforme azul no era lo único que llamaba la atención. El metro noventa de estatura de Peris, que lucía los colores de la policía autonómica catalana, también atraía las miradas de los caminantes hasta que desaparecía en el portal de la Ronda Universitat. Hacía muchos años que Peris vestía de azul. Antes de ser el jefe de los Mossos d’Esquadra era comandante del Ejército del Aire.5 El hombre que le esperaba en la primera planta también tenía derecho a lucir las alas plateadas sobre el uniforme azul de aviador. Y Peris, que seguía siendo un militar, le saludó con respeto, pues a Manuel Ortiz, además de las alas, le correspondía llevar las tres estrellas doradas de ocho puntas que advertían a quien le veía de que estaba ante un coronel. Esta vez, sin embargo, recibió a Peris de paisano. La ubicación de la sede principal del Cesid en Barcelona ya era demasiado conocida en los tiempos que corrían como para que, además, el jefe de los espías españoles destacados en la capital catalana acudiera a trabajar con el uniforme, condecoraciones incluidas, de coronel del Ejército del Aire.


			También la carpeta en la que Peris llevaba los documentos que había preparado para el coronel Ortiz era azul. Hacía meses que recababa información confidencial sobre el presidente de la Generalitat, Jordi Pujol, y, en especial, sobre su primogénito, Jordi Pujol Ferrusola. Éste se había convertido en una fuente inagotable de rumores que lo asociaban con el financiero Javier de la Rosa, quien, tras romper su relación con el grupo kuwaití KIO a finales de mayo de 1992, se instaló definitivamente en Barcelona para intentar montar su propio imperio empresarial con el beneplácito de la Generalitat de Pujol.


			 


			 


			Topos


			 


			La llegada de De la Rosa a Barcelona coincidió con una epidemia de paranoia que afectaba con virulencia a las élites barcelonesas. Banqueros, empresarios, abogados, políticos y periodistas temían estar siendo víctimas de escuchas telefónicas. También aterrizaron en Barcelona personajes como Miguel Ruiz Martínez, que afirmaba ser en realidad Mikel Legarza, el Lobo,6 o el ex comisario Paco Álvarez, quienes, tras haber trabajado para las fuerzas de seguridad del Estado, ahora se ganaban la vida traficando con la información que obtenían del espionaje privado. Era la época dorada del financiero De la Rosa, que, gracias a lo que parecía una fuente inagotable de riqueza (las cuentas del consorcio kuwaití KIO), convirtió la información confidencial en una de las claves de su poder. La Generalitat de Pujol no era ajena a la preocupación generalizada por la seguridad en las comunicaciones que recorría Barcelona.


			Desde 1985,7 al menos «ochenta kas [nombre con que se conoce a los miembros de los grupos de élite del servicio secreto español, el Cesid, rebautizado como CNI] han abandonado, por muy diversas causas, el Departamento de Acción Operativa (DAO).8 Ochenta agentes libres de hacer lo que quieran en diferentes ambientes de una sociedad que casi nunca sabe de su antigua profesión de espías. Ochenta agentes que, en la mayor parte de los casos, fueron vilmente maltratados por el Cesid y que no sienten el miedo de otros a actuar con absoluta libertad, formando equipos de combate si es necesario. Ochenta agentes que lo que mejor hacían era controlar a las personas, colocar micrófonos, neutralizar o activar sistemas de seguridad y tantas otras misiones difíciles de reproducir en los papeles. Ochenta agentes que nunca podrán quitarse de la cabeza el sello de espías […]. En definitiva, ochenta agentes que un día tuvieron licencia para casi todo y que han acabado desenvolviéndose tranquilamente por las calles de cualquier ciudad, sin órdenes ni consignas».9 Un considerable porcentaje de esos ochenta kas recaló en Barcelona en los últimos meses, atraídos por el olor del dinero que pagaban De la Rosa y aquellos empresarios decididos a imitarle en su desquiciada carrera por comprar información confidencial sobre la vida de los políticos, los competidores del mundo de las empresas y las finanzas, y cualquier amigo o enemigo ocasional cuyos secretos estuvieran dispuestos a poner en venta los espías que abandonaron de mala manera la Casa.


			Los servicios de información de los Mossos d’Esquadra hacía tiempo que observaban extraños movimientos en el domicilio personal del presidente de la Generalitat en la ronda del General Mitre de Barcelona. Pero aún no tenían muy claro a quién atribuirlos. Los «mortadelos», como se conoce en el argot policial a los miembros de los servicios de información de los Mossos, tenían órdenes de no comunicar sus averiguaciones a su subinspector. Remitían sus informes directamente al entonces director general de Seguretat Ciutadana, Antoni Cruells, que desconfiaba de Peris desde hacía meses y había decidido evitar que le llegara la más mínima información comprometida sobre el president o sobre su entorno familiar más inmediato.


			Aun así, Peris sólo era una preocupación más en la agenda de Cruells y de sus mortadelos. Los escoltas del president habían identificado vehículos sospechosos haciendo seguimientos de Pujol. En los coches, habitualmente, viajaban dos kas. Los hombres del president estaban convencidos de que los agentes del Cesid cumplían órdenes del coronel Ortiz. Pero no podían estar seguros de que sólo las unidades del Centro estuvieran vigilando a Pujol. Y acertaron, porque los hombres que seguían a Pujol no trabajan sólo para los servicios secretos españoles.10 Sus superiores se habían reunido en las últimas semanas con personas del entorno de Javier de la Rosa, que todavía contaba con los parabienes del gobierno de Pujol, para recabar datos. En esas reuniones era difícil determinar cuál de las dos partes aportaba más información. La investigación, sin embargo, concluyó con un «Están limpios». Los agentes del centro fotografiaron a Pujol a la puerta de su domicilio. En esos mismos días, además, la entonces responsable del Departament de Governació, Maria Eugènia Cuenca, recibió un mensaje de un alto mando de los Mossos d’Esquadra, en el que le advertía que el Cesid estaba investigando las actividades profesionales del hijo del president. Es probable que en esta ocasión los agentes estuvieran sondeando organismos judiciales con el mismo fin. Los agentes del servicio del Cesid se bautizaban a sí mismos y a sus investigados con sobrenombres o alias o, simplemente, con un nombre de pila. En el caso del presidente de la Generalitat, los agentes dieron en el clavo con su especial forma de referirse al investigado. Jordi Pujol se convirtió en el León.


			 


			 


			Los espías que durante un tiempo prolongado controlaron las actividades financieras de la familia del president también prestaron atención a otros aspectos que, en principio, nada tenían que ver con el cargo de Pujol. Los investigadores llegaron a chequear hasta el destino de algunos obsequios protocolarios enviados por el president. Siguieron la pista de unos rumores que afirmaban que el matrimonio Pujol-Ferrusola atravesaba por una crisis que amenazaba con romper la pareja (los rumores alcanzaron tal intensidad que, en 1994, Marta Ferrusola se vio obligada a desmentirlos públicamente en una emisora de radio). Cuando el Cesid comenzó la investigación, el responsable de este organismo en Cataluña era el coronel Ortiz, quien posteriormente fue destinado a un país del Este europeo. En su lugar, asumió el puesto el coronel Ernesto Torres García. Fue en esa etapa cuando responsables del servicio de inteligencia llegaron a reunirse con abogados próximos a De la Rosa.


			El presidente de la Generalitat sabía que el Cesid estaba tras sus pasos y los de su familia, aunque no dio muestras en público de conocer los hechos hasta dos años después. En 1995 realizó una declaración enigmática a los medios de comunicación: «A mí mismo hace tiempo que me lo miraron todo y me lo fotografiaron todo sin encontrar nada». Pujol realizó estas declaraciones el 21 de junio de 1995 en la toma de posesión del conseller de Política Territorial i Obres Públiques, Artur Mas, que sustituyó a Jaume Roma cuando éste dimitió al estallar un escándalo sobre irregularidades en la adjudicación de obras bajo su mandato.11


			El presidente de la Generalitat advirtió al nuevo miembro del ejecutivo catalán de que sería investigado en busca de irregularidades: «Tu casa, y si tienes otra en cualquier otro sitio, será fotografiada del derecho y del revés; el portero, interrogado sobre cuándo entras y cuándo sales; buscarán quién ha puesto las plantas en tu balcón, si es que las tienes, y en el registro todo lo que puedas tener será mirado, remirado y registrado».12


			Que Pujol no hiciera públicos los descubrimientos de sus Mossos d’Esquadra no significa que no adoptara medidas drásticas. El León autorizó al Departament de Governació para que destituyera, en 1993, a Josep Peris por sus poco explicables visitas a la sede del Cesid en Barcelona, aunque el subinspector había sido neutralizado previamente por Antoni Cruells, el entonces director general de Seguretat Ciutadana.


			Peris siempre lo ha negado todo y ha rechazado hacer cualquier tipo de comentario, aunque sostiene que él mismo pidió su relevo en el cargo que ocupaba por sus diferencias de criterio con Cruells. La disparidad de opiniones entre Cruells y Peris en cuanto al trabajo y a la forma de actuar de los policías catalanes era muy bien conocida por la base de los Mossos d’Esquadra. Josep Peris fue máximo responsable de los Mossos durante cinco años, desde 1988, cuando fue nombrado subinspector jefe del cuerpo por el entonces conseller de Governació, Agustí Bassols, aunque se incorporó cuando ya Josep Gomis era el responsable del departamento. Hasta ese momento, el cargo estuvo vacante nueve meses, en parte debido a que el Ministerio de Defensa no concedía la preceptiva autorización dada la condición de militar de Peris.


			Las investigaciones sobre las actividades de Peris se iniciaron en 1991, cuando los mandos del Departament de Seguretat Ciutadana detectaron la insistencia de Peris por conocer información puntual y detallada sobre las actividades diarias del presidente de la Generalitat, actitud que les pareció muy sospechosa. Peris recababa diariamente información exhaustiva a los escoltas que acompañaban a Pujol en todos sus desplazamientos y actividades, tanto las de ese día como las del siguiente.


			La escolta de Pujol sólo recibía información sobre los movimientos del president con un día de antelación a fin de poder programar las medidas básicas de seguridad en función de los desplazamientos previstos. La insistencia de Peris en conocer todos los servicios de los Mossos que actuaban como escoltas de Pujol llegó a desencadenar conflictos entre el equipo de seguridad personal del president y el propio Peris, que amenazó con expedientes a los agentes reticentes a los requerimientos del jefe operativo. El subinspector también controlaba minuto a minuto, sintonizando las frecuencias de las emisoras internas de la policía autonómica, los movimientos del presidente de la Generalitat. Según la investigación interna de los Mossos, Peris realizaba este seguimiento en directo de los movimientos de Pujol desde un despacho en el que tenía instalados todos los aparatos necesarios.


			La minuciosidad de su tarea y el hecho de que recopilara toda la información prácticamente a diario encendieron las luces de alarma en la sede de la dirección general de la policía autonómica. Al comprobarse que el subinspector acudía regularmente a la sede de los servicios secretos en Barcelona con carpetas que él mismo había confeccionado, se reforzaron las sospechas de que el seguimiento del presidente de la Generalitat por parte de Peris no tenía nada que ver con su verdadera función como responsable de los Mossos. Para confirmar este extremo, una unidad especial de la policía autonómica montó un mecanismo especial de seguimiento de los movimientos de su jefe operativo. Los hallazgos que arrojaron esas pesquisas provocaron enorme preocupación y malestar en la Direcció General de Seguretat Ciutadana. Como primera medida, a Peris le fue negada la información que pedía a diario. A partir de ese momento, el subinspector dejó de ser un hombre de confianza de Cruells, que no tardó en apartarle de todas sus responsabilidades operativas en el cuerpo. Cruells planteó reiteradamente al entonces conseller de Governació, Josep Gomis, la conveniencia de relevar formalmente a Josep Peris, que en el organigrama del departamento ocupaba el tercer puesto, después del propio conseller y del director general. La destitución finalmente se produjo en 1993, meses después de que Gomis abandonara el departamento tras el nombramiento de Maria Eugènia Cuenca como nueva consellera de Governació, a cuya toma de posesión Peris no asistió. Cruells ya le había retirado el coche oficial y sus atribuciones operativas; aun así, el subinspector continuaba trabajando en la sede de Seguretat Ciutadana. Peris fue el jefe operativo de los Mossos que más tiempo permaneció en el cargo, casi cinco años.13 Su destitución como jefe operativo de los Mossos d’Esquadra no supuso en absoluto su salida de la administración catalana.


			 


			 


			La familia de Jordi Pujol está acostumbrada a las persecuciones policiales y judiciales. Algunas justificadas y otras no. El primer y el tercer hijo de Pujol, Jordi y Josep, y el benjamín del clan, Oleguer, han sido objeto de distintas investigaciones a cargo de servicios secretos del Estado y de profesionales privados del espionaje. Sin embargo, para ellos nunca ha sido una novedad: son la tercera generación de su familia que despierta el interés de los cuerpos policiales o de los servicios de inteligencia. Y los motivos no siempre han sido distintos.


			Las actividades financieras de su abuelo, el padre de Jordi Pujol, Florenci Pujol Brugat, fueron investigadas en la segunda mitad de los años cincuenta por el Juzgado Especial de Delitos Monetarios. De hecho, ni Florenci Pujol ni su socio, el polaco Moisés David Tennembaum, pudieron figurar en la primera lista de accionistas de Banca Catalana, la entidad que ellos mismos habían fundado a propuesta del futuro presidente de Cataluña, por estar sancionados por evasión de capitales. En el Boletín Oficial del Estado (BOE) del 9 de marzo de 1959 apareció publicada una exhaustiva relación de 872 personas que habían sido señaladas por las autoridades monetarias del régimen franquista como evasores de divisas. Pujol Brugat y Tennembaum figuraban en la lista, confeccionada con los datos extraídos de la agenda de Georges-Laurent Rivara, representante en España de la Société Générale de Banque Suisse, que fue detenido por sacar del país sin autorización nada menos que 16.240 millones de pesetas de la época.14 Como entre los evasores de divisas de la agenda de Rivara figuraban algunos de los nombres más ilustres de las finanzas españolas de la época, el régimen no tardaría en dar carpetazo al asunto. Sin embargo, Tennembaum tuvo que pagar una cuantiosa multa y ni él ni su socio pudieron aparecer durante un tiempo directamente en sus principales inversiones. Ésa es la explicación de que, en el momento de la fundación de Banca Catalana, las principales accionistas fueran Maria Soley, esposa de Florenci Pujol y madre de Jordi, y Ruth Kischner, esposa de Moisés David Tennembaum.


			Los desencuentros de la familia de Jordi Pujol con el franquismo, sin embargo, habían empezado mucho antes. El hermano de su padre, Narcís Pujol Brugat, fue detenido en marzo de 1939 y conducido a la cárcel Modelo de Barcelona. Salvó la vida por poco, después de que las autoridades franquistas lo sometieran a un consejo de guerra sumarísimo. Su delito: militar en Esquerra Republicana de Catalunya (ERC).


			Desde 1973 Jordi Pujol, su esposa, Marta Ferrusola, y los hijos del matrimonio han sido objeto de más de media docena de investigaciones de organismos policiales, parapoliciales o vinculados a los servicios secretos, sin contar con las pesquisas llevadas a cabo por el siniestro comisario de la Brigada Político-Social de Barcelona, Vicente Juan Creix, por «els fets del Palau», en 1960, que condujeron a la detención, las torturas y el encarcelamiento del que más tarde sería presidente de la Generalitat.


			Un primer bloque de tres investigaciones se centró en las actividades financieras del propio Jordi Pujol y en el patrimonio del matrimonio Pujol-Ferrusola: las dos primeras tenían relación con el intento de Pujol de entrar en El Correo Catalán y con su posterior quiebra; la tercera se llevó a cabo por el escándalo de Banca Catalana. Dos de aquellas investigaciones fueron incorporadas en su día al sumario del caso Casinos,15 en el que figuraban pruebas documentales que apuntaban al presidente de la Generalitat: la nota «muy reservada» abierta en 1973 por el Ministerio de Información y Turismo sobre las operaciones en curso entonces para hacerse con la mayoría accionarial de El Correo Catalán, que señalaba como los personajes clave que, entre bambalinas, movieron los hilos del proyecto de control del diario al alcalde franquista de Barcelona de 1957 a 1973, José María Porcioles (fallecido en 1993), y al propio Pujol; y una investigación posterior realizada por la Brigada de Policía Judicial de Barcelona, tras la quiebra de El Correo Catalán en 1986.


			Durante el escándalo de Banca Catalana,16 que se prolongaría desde 1984 hasta 1986, se realizó una exhaustiva investigación policial que no sólo incluyó al presidente de la Generalitat, sino incluso a sus hombres de confianza y a algunos consellers de su gobierno. Pujol, el agitador nacionalista, el activista, veía cómo la reinstauración de las libertades democráticas y su condición de presidente de la Generalitat no sólo no le libraban de la estrecha vigilancia y de la persecución por parte de las fuerzas de seguridad del Estado de las que había sido objeto bajo el régimen del general Franco, sino que le hacían aún más vulnerable. Su capacidad política, el aparato de medios de comunicación que había construido su mano derecha Lluís Prenafeta para ponerlo a su servicio personal y unas elevadas dosis de suerte le habían permitido no ya sortear las investigaciones, sino capitalizarlas en su beneficio.


			La escasa oportunidad política del estallido del caso Banca Catalana y el hecho de que, para entonces, Prenafeta tuviera ya a punto Televisió de Catalunya (TV3) y Catalunya Ràdio convirtieron a los fiscales que se habían propuesto procesarle, Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena, en involuntarios aliados de Jordi Pujol, a pesar de la inquina que éste siempre sentirá contra ellos. Cada paso que daban Villarejo y Mena encaminado a procesar a Pujol era utilizado por los medios públicos para incrementar la condición de mártir del president y para acrecentar su identificación con Cataluña. En el caso Casinos la mejor aliada de Pujol fue la suerte. Apenas un año después de que estallara el escándalo de financiación ilegal de Convergència, un chileno llamado Carlos Van Schowen,17 que ejercía de director financiero de un grupo de empresas, acudía a la delegación de El Mundo en Barcelona y se entrevistaba con la periodista Ana Aguirre. Acababa de nacer el «caso Filesa» y el PSOE quedaba inhabilitado para atacar a Pujol por las relaciones de CDC con Casinos.


			Banca Catalana y Casinos parecían haber vacunado a Pujol contra las acusaciones de corrupción. Para los enemigos del presidente de la Generalitat se imponía, pues, una nueva estrategia. Tenían que buscar otros puntos débiles en la que parecía inexpugnable coraza de Pujol. Y creyeron haber encontrado el talón de Aquiles del president en las actividades de sus hijos. En los últimos quince años se han abierto al menos otros cuatro expedientes con las pesquisas sobre los hijos de Jordi Pujol. El Cesid fue responsable de dos de las investigaciones: la que efectuó sobre el hijo mayor, Jordi Pujol Ferrusola, por la venta del edificio de Consorcio Nacional del Leasing —sede de Grand Tibidabo, consorcio controlado entonces por Javier de la Rosa— a la Generalitat y, en general, por sus relaciones con el entorno del siniestro financiero; y la que abrió sobre las actividades de corte independentista del benjamín de la familia, Oleguer Pujol Ferrusola, con motivo de la organización de los Juegos Olímpicos de Barcelona de 1992. La agencia internacional de detectives privados Kroll llevó a cabo otra investigación, en este caso sobre las actividades empresariales de Josep Pujol Ferrusola, el tercero de los hijos de Jordi Pujol. Kroll fue la agencia a la que el entonces vicepresidente del Gobierno y responsable de los servicios de inteligencia, Narcís Serra, encargó el Informe Crillon sobre los desmanes y el patrimonio del infausto director general de la Guardia Civil Luis Roldán. En noviembre de 2004, en las semanas previas a las primeras elecciones autonómicas en las que Jordi Pujol no concurría, personas desconocidas hicieron circular por la mayoría de los despachos profesionales de Barcelona un extenso dossier sobre las actividades de Jordi Pujol Ferrusola. El documento, que llegaba por correo electrónico, remitía a una página web en la que se pedían treinta mil euros por la documentación que respaldaba la investigación. La mayor parte de los datos que contenía ese dossier era falsa o incorrecta.


			La condición de luchador antifranquista de Jordi Pujol y su paso por las cárceles del régimen siempre le hicieron recelar de las fuerzas de seguridad. Y con razón: desde que fuera detenido y procesado en 1960 por «els fets del Palau»,18 la policía franquista mantuvo estrechamente vigiladas sus actividades. El hecho de que, tras abandonar la prisión y cumplido el resto de su condena en el destierro en Girona, Pujol se volcara en la gestión de Banca Catalana no sirvió para que los agentes encargados de su vigilancia se relajaran. Muy al contrario, porque Pujol, a partir de finales de 1962, se dedicó en cuerpo y alma a la «construcción nacional de Cataluña» desde su despacho en Banca Catalana. La entidad financiará numerosos proyectos de carácter económico y social, pero sobre todo cultural, siempre que encajaran en el modelo para la nueva Cataluña que el joven banquero tenía en mente. Tal vez por esa razón, cuando Pujol alcanzó el poder, en marzo de 1980, no le entusiasmaba demasiado contar con su propio cuerpo de policía. El primer conseller de Governació, Joan Vidal i Gayolà, que duró poco más de dos años en el cargo —tomó posesión el 9 de mayo de 1980 y fue destituido el 24 de agosto de 1982—, no sabía dónde esconderse cuando, tras animar a los alcaldes de las localidades que visitaba Pujol a reclamar una dotación de los Mossos d’Esquadra para su municipio, se encontraba con que el president les sorprendía negándose: «No, para eso está la Guardia Civil. Una policía catalana no es necesaria, eso se resuelve poniendo más Guardia Civil».19


			Pujol acabaría por reconsiderar esa posición cuando destituyó a Vidal i Gayolà en 1982 y designó conseller de Governació a Macià Alavedra con la misión de poner en marcha el despliegue de la policía autonómica. Acompañaba a Alavedra como director general de Seguretat Ciutadana un joven que contaba con la confianza de Pujol: Miquel Sellarès. Pero Sellarès apenas duró catorce meses en el cargo. Alavedra le destituyó después de que lanzara públicamente duras acusaciones contra el ex presidente Tarradellas. La razón de fondo, sin embargo, era que Sellarès era «demasiado policial», tanto que en la dirección de Seguretat de la Generalitat aún se recuerda la noche que el director general, con sus cien kilos de peso, entró en tromba, vestido de mujer y pistola en mano, en un prostíbulo barcelonés.20 Sellarès niega tajantemente esta actuación que se le atribuye y responsabiliza a Lluís Prenafeta de la autoría del supuesto bulo.


			Con el tiempo, los Mossos d’Esquadra no dieron precisamente a Pujol motivos para sentirse orgulloso de haberse dejado convencer para crear su propio cuerpo de policía e incluso para que los Mossos tuvieran una brigada de información. La «traición» de Josep Peris, máximo responsable policial de los Mossos d’Esquadra, es uno de los episodios que a Pujol le quedaron grabados a fuego. Los hijos del president también lo recuerdan, porque Peris no sólo pasaba información al enemigo, sino que se acabó convirtiendo en uno de los hombres de confianza de Josep Antoni Duran Lleida, algo tan malo para los chicos Pujol Ferrusola como pasarle información al Cesid.


			La deslealtad de Peris, además, se produjo en el peor momento, en plena psicosis en Barcelona sobre la seguridad en las comunicaciones y sobre las actividades de los fabricantes de dossieres. Espías oficiales y privados recorrían la ciudad en busca de información confidencial con la que comerciar. Las actividades de Peris fueron una pista de que el propio Pujol ya no era el foco de las pesquisas. Sus hijos le habían adelantado en la lista de objetivos prioritarios. Y eso era algo que el president no podía permitir. A diferencia de muchos de los que temían estar siendo investigados o espiados por personas desconocidas, Jordi Pujol y los suyos sí tenían motivos para reforzar su seguridad. Había que pasar al ataque.


			 


			 


			El contraataque


			 


			En mayo de 1993, poco después de la destitución de Josep Peris como subinspector de los Mossos d’Esquadra, el Palau de la Generalitat y algunos de los departamentos del gobierno catalán introdujeron sistemas de seguridad de telefonía. Hasta entonces, los teléfonos de los despachos de los altos cargos del gobierno catalán carecían de sistemas contra pinchazos y tampoco estaban libres de tener interferencias o cruces de conversaciones. En esta situación se encontraban también las líneas telefónicas del propio Pujol en el Palau de la Generalitat. Todas las líneas eran rastreadas periódicamente por técnicos de los Mossos, aunque eso no garantizaba la inviolabilidad de las comunicaciones. Los pinchazos podían hacerse sólo durante breves períodos y, en consecuencia, eran más difíciles de localizar.


			Además, los policías de Pujol podían controlar que los teléfonos no estuvieran intervenidos en la caja de conexiones que llevaba las líneas del exterior al interior del edificio, pero eran incapaces de controlar el cable exterior. En la primavera de 1993, los Mossos tenían que realizar un barrido de las líneas, pero, preocupados por los seguimientos del Cesid a Pujol, finalmente optaron no sólo por el rastreo, sino también por mejorar los sistemas de seguridad telefónica. Se compró una red de secrafonía, en la que los teléfonos cuentan con un aparato codificador. Es un sistema que impide la intervención, ya que sólo es posible la comunicación inteligible entre dos teléfonos con secráfono. Si alguien intenta captar unas conversaciones no podrá entender el contenido, pues oirá las voces distorsionadas. Los teléfonos de la oficina de Pujol en el Palau de la Generalitat, así como los de los consellers, fueron dotados de este sistema.


			Habían blindado las comunicaciones de la Generalitat. Pero la legión de espías que operaba en Barcelona no se limitaba a «atacar» el Palau. Su objetivo de recopilar información comprometida para Pujol y su familia iba mucho más allá. Y no iba a bastar con sistemas electrónicos para evitarlo.


			Las escuchas telefónicas habían alcanzado a una de las bestias negras de Pujol, Carlos Jiménez Villarejo, convertido en fiscal jefe del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya tras su persecución del president por el caso Banca Catalana. Si alguien podía haber acumulado información comprometida fiable sobre el clan Pujol-Ferrusola era él, por mucho que ni una sola de sus investigaciones se concretara en actuaciones judiciales contra los miembros de la familia. Pero ¿para quién trabajaban los que pincharon los teléfonos de Villarejo? El abogado José María Fuster-Fabra, defensor de Miguel Ruiz Martínez, el Lobo, y de Fernando Rodríguez González, el Coronel, los dos principales acusados en el juicio por escuchas ilegales conocido como el «caso Godó», protagonizó un espectacular golpe de efecto durante el juicio al citar «una nota interna de un organismo oficial» en la que se vinculaba al presidente de la Generalitat, Jordi Pujol, y al financiero Javier de la Rosa con la intervención del teléfono del fiscal jefe Jiménez Villarejo.21


			El juicio contra los dieciséis acusados de formar parte de una red de escuchas telefónicas ilegales, desmantelada en el año 1993, comenzó el 20 de noviembre de 1995 en el Palau de Justícia de Barcelona en medio de excepcionales medidas de seguridad. El día que se inició la vista, Fuster-Fabra, que calificó el caso como «una ridícula guerra entre servicios de información», afirmó que en una «nota interna de un organismo oficial» se indicaba que Javier Godó, conde de Godó, informó al fiscal jefe de Cataluña de que su teléfono estaba «pinchado». Según las revelaciones que hizo en su día Fuster-Fabra, en esa nota se indicaba que Jiménez Villarejo lo comunicó al jefe superior de policía de Barcelona, «quien investigó el caso con sólo dos policías de su confianza para que no pudiera filtrarse nada más».


			En esa nota, según el citado abogado, constaba que se averiguó que el pinchazo «estaba hecho en la terraza de la casa del fiscal, realizado por un empleado de Telefónica que declaró que lo efectuó por orden de Paco Álvarez». El ex comisario desmintió al abogado y anunció que se querellaría contra él, pero nunca lo hizo. Fuster afirmó que, según esa nota, «al jefe superior de Policía Paco Álvarez le dijo que las directrices partían del señor Pujol y del señor De la Rosa. El señor Villarejo y el señor Godó acordaron no publicar nada en el periódico [La Vanguardia]». Esta «nota interna de un organismo oficial» pertenecía al Cesid y fue reconocida por el que fue director general de los servicios secretos españoles, el teniente general Emilio Alonso Manglano, cuando declaró ante el juez instructor del caso Godó. La aparición de este documento provocó que el juzgado de instrucción número 32 de Barcelona decidiera abrir otra causa judicial que finalmente acordó archivar.


			Si fue Pujol quien se puso de acuerdo con De la Rosa para que los hombres del financiero espiaran a Villarejo y averiguar así si el fiscal jefe también estaba recopilando información sobre sus hijos, no hay duda de que la preocupación del president por las investigaciones sobre su familia era profunda. Si había sido De la Rosa por su cuenta, Pujol tenía aún más motivos para estar preocupado.


			Dos años después de que Pujol ordenara blindar electrónicamente el Palau de la Generalitat, se produjo un curioso encuentro. Eran los primeros días de marzo de 1995. Jordi Pujol estaba incómodo. No era habitual que el presidente de la Generalitat de Cataluña se reuniera con un presidiario. Esa noche recibió a Javier de la Rosa en el domicilio particular de su entonces conseller de Sanitat, Xavier Trias i Vidal de Llobatera, un viejo conocido de De la Rosa en la «vida civil».22 El anfitrión también estaba presente. El hecho no habría tenido nada de extraordinario si no fuera porque De la Rosa había sido excarcelado del centro penitenciario de Can Brians hacía menos de un mes tras haber pasado cinco de encarcelamiento preventivo. El presidente de la Generalitat era un hombre que se preocupaba por conocer de cerca todo lo que sucedía en Cataluña. De la Rosa, por su parte, estaba acostumbrado a codearse con la plana mayor de Convergència Democràtica de Catalunya y del gobierno autonómico. Especialmente con el entonces conseller d’Economia, Macià Alavedra, su principal valedor ante Pujol y compañero de viaje durante los años en que De la Rosa fue el principal accionista del parque de atracciones de Tarragona, conocido como Port Aventura. Entre los diferentes dirigentes de Convergència con quienes mantuvo una relación económica estable cabe citar al ex conseller d’Obres Públiques Josep Maria Cullell, que fue empleado del empresario durante largos años. O Vicenç Oller, el primer conseller d’Indústria de Pujol, también en nómina de De la Rosa. Pero ahora, después de su escandalosa estancia en la cárcel acusado de la descapitalización de Grand Tibidabo, no se trataba de ir exhibiendo por ahí las magníficas relaciones que De la Rosa había mantenido con la Generalitat y con CiU. Xavier Trias era el único de los dirigentes de Convergència vacunado contra las habladurías. Sus lazos con De la Rosa no eran económicos; su relación de amistad databa del servicio militar, cuando coincidieron como alféreces de complemento.


			Cuando De la Rosa optó por presionar en la arena política, exigió reunirse con Pujol. De hecho, su esposa ya había sido atendida por el president mientras el financiero estaba retenido en Can Brians. De la Rosa mostró sus cartas: Pujol debía hacer lo posible para neutralizar al juez Aguirre, el instructor del caso Grand Tibidabo y responsable de su ingreso en prisión; paralizar la demanda presentada contra él en Londres por KIO, y facilitarle dos mil millones de pesetas para pagar parte de sus deudas a Grand Tibidabo. Casualmente se trataba de las mismas reivindicaciones que Mario Conde haría algún tiempo después ante el gobierno de Felipe González. Pujol fue rotundo: no podía hacer nada, aunque probablemente —no rompió todos los puentes— seguirían hablando en el futuro. Los paños calientes de Pujol no sirvieron de mucho. De la Rosa habló de supuestas cintas magnetofónicas con conversaciones de alto nivel. Una vez más el fantasma de un dossier sobre sus hijos perseguía a Pujol.


			Meses después, trascendió que Pujol y De la Rosa se habían reunido. Al principio, De la Rosa negó la existencia de la reunión. Sin embargo, en unas declaraciones a la cadena COPE en septiembre de 1995, acabó asegurando «sin intenciones peyorativas» que «hasta junio [de 1995]» se habían reunido en seis ocasiones. Pujol, que se encontraba en Miami en viaje oficial, había dicho, pocas horas antes, que «esa reunión no tuvo lugar».


			De la Rosa había abandonado la prisión como un toro de lidia, desbocado y amenazante. Los primeros días en libertad los dedicó a hacer llegar a los despachos oficiales su intención de «explicarlo todo». Consiguió que Pujol aceptase recibirle. Al líder nacionalista no le gustaba la idea de que alguien a quien él había llamado «empresario modelo» fuera haciendo insinuaciones sobre supuestos trapicheos con la Generalitat. Hay quien cree también que el ex presidente de la Generalitat, que nunca ha olvidado su experiencia en Banca Catalana, ha tendido siempre a generar una solidaridad psicológica cuando cree que alguien está siendo acosado. Enfrente se encontró a un De la Rosa herido, que pensaba que por haberse ofrecido para salvar el parque o por haber financiado el partido o al diario nacionalista El Observador tenía derecho a todo, incluso a echar en cara a los políticos que consintieran que él hubiera ido a la cárcel.


			Un día después de negar que la entrevista se hubiera celebrado, Pujol reconoció la existencia de las peticiones del financiero, aunque, según él, se habían formulado a través de una carta y no en el curso de la controvertida reunión. Tras varios contactos, Pujol dejó de escuchar a De la Rosa, precisamente en junio de 1995.


			A De la Rosa le ha gustado siempre asociar su imagen a la del poder y, obviamente, no podía reconocer esta situación. En sus declaraciones radiofónicas decidió atribuirse una larga relación con Pujol: «Tenga usted en cuenta que le conozco desde hace veinticinco años», una frase que provocó la hilaridad de todos los que sabían que el presidente de la Generalitat nunca ha aguantado más de diez minutos de conversación, siempre en castellano, con De la Rosa.


			Nada de eso le importaba al financiero: su estrategia era la de asociar su imagen a Cataluña. Su personalidad, más inclinada a la incontinencia verbal que a la reflexión maquiavélica, le descarta como un buen estratega. Sin embargo, existen algunas claves que rebaten esa primera impresión. Su afición por recopilar información y dossieres le ha llevado, desde tiempo inmemorial, a establecer sólidas relaciones con el bajo mundo del espionaje. En primer lugar, con el Cesid, un organismo en el que es muy difícil distinguir entre quiénes están en activo y quiénes no.


			En la cuenta de servicios pagados por De la Rosa aparecen nombres como el del general Luis del Pozo o Joaquín Torrado, relacionados con la Casa, y antiguos responsables de la empresa de seguridad ISDS, vinculada durante años al abogado Juan José Folchi. O Juan Antonio Díaz Molist, propietario de Toprisk, la empresa que le suministraba los agentes de seguridad. Pero, por encima de todos ellos, Francisco Álvarez, el ex jefe del Mando Único de la Lucha Contraterrorista (MULC), condenado por su participación en el secuestro de Segundo Marey, la primera acción conocida de los GAL, y uno de los operadores más activos en el mercado de la información confidencial de Barcelona. Álvarez era desde hacía mucho tiempo amigo del coronel Juan Alberto Perote, el hombre que filtró los «papeles del Cesid», a quien De la Rosa conoció antes de que su imagen fuera popular para el resto de los españoles. Perote, tras abandonar el Cesid, facturó servicios a la empresa del ex policía, que a su vez tenía a De la Rosa como primer cliente.


			Muchas de las informaciones recopiladas durante esos años resultaron ser falsas o inútiles, lo que colocó en una posición difícil a más de un empresario del espionaje que ahora vive acosado. El De la Rosa de sus años dorados, gracias al dinero de KIO, era un hombre con capacidad para comprar voluntades e informaciones. Ésa fue la principal razón de que Jordi Pujol, ofuscado por los intentos de desestabilizar su gobierno a través de informaciones comprometidas sobre sus hijos, accediera a encontrarse con él. Con anterioridad se había ocupado de que no sólo los teléfonos sino toda la seguridad del gobierno catalán estuviera garantizada. Y puso la misión en manos de los profesionales internacionales con mayor fama: los israelíes.


			 


			 


			Tel Aviv Connection


			 


			«Los nacionalistas catalanes sienten una especial fascinación por Israel —afirma el profesor Joan B. Culla—.23 El nacionalismo catalán ha buscado tradicionalmente referentes internacionales; ya fuera el caso de Austria y Hungría, el caso del Quebec en Canadá o, durante la década de 1990, las repúblicas bálticas —sostiene Culla—, pero el caso de Israel es especialmente seductor, también para la izquierda europea, por varios motivos: en primer lugar se trata de un estado rodeado de naciones hostiles, que ha conseguido mantener su independencia contra viento y marea; además, los judíos sionistas lograron imponer un sistema político europeo en un territorio tradicionalmente musulmán; para los socialistas europeos y, por lo tanto, aún más para los socialistas catalanistas, los kibutz, las granjas colectivas israelíes, fueron el paradigma del socialismo primitivo; pero, sobre todo, en materia identitaria, los israelíes no sólo recurrieron a la religión, resucitaron una lengua literalmente muerta como el hebreo y la convirtieron no sólo en idioma oficial, sino en la lengua de uso común en el Estado.»


			En el caso particular de Jordi Pujol, además, es indudable que está influido por la figura de Moisés David Tennembaum, el socio de su padre, Florenci Pujol, en la mayoría de sus aventuras empresariales. Judío polaco y sionista militante, Tennembaum acabaría sus días en la tierra prometida junto a la mayor parte de su familia. Y a nadie se le escapa que los principales expertos en materia de seguridad suelen ser israelíes. Así que cuando Pujol vio amenazado el secreto en sus comunicaciones, el gobierno que presidía confió las medidas de contraespionaje a compañías israelíes. Los sistemas electrónicos que acabarían bloqueando el acceso de los espías a las líneas telefónicas del Palau de la Generalitat serían instalados por International Security and Defense Systems (ISDS), una empresa de seguridad israelí.


			Las relaciones entre el gobierno de la Generalitat de Pujol e ISDS iban a llegar mucho más lejos. La compañía israelí vinculada durante los años ochenta a operaciones de guerra sucia y al entrenamiento de la Contra nicaragüense en Honduras, prestó diversos servicios a algunos departamentos de la Generalitat, especialmente al de Agricultura cuando el titular era Josep Miró i Ardèvol. ISDS empezó a operar en España al menos desde finales de 1986 a través de Servicios Técnicos Bilan, una compañía creada y dirigida por personas del entorno del fallecido Josep Maria Figueras Bassols, presidente del Consejo Superior de Cámaras de Comercio de 1979 a 1986 y presidente de la Cámara de Comercio, Industria y Navegación de Barcelona de 1979 a 1990 (falleció en 1994).24 El mismo Josep Maria Figueras Bassols que fue accionista de Banca Catalana hasta la intervención de la entidad bancaria por el Banco de España. Figueras era titular de dos paquetes accionariales por valor de doce millones de pesetas de la época, directamente y a través de uno de sus grupos empresariales, Harry Walker, aunque las deudas de este último con la Banca Garriga Nogués puso todas las acciones en manos de Javier de la Rosa.25


			Durante la etapa en que Bilan le sirvió de apoyo, ISDS elaboró un estudio de seguridad para la Oficina Olímpica Barcelona’92, que entonces representaba la candidatura de la capital catalana, y estableció contactos con la Feria de Barcelona, cuyo comité ejecutivo presidía entonces el mismo Figueras. Por la misma época, Abraham Arad, el primer israelí que ISDS Ltd. envió a Bilan, estableció además estrechas relaciones con el grupo Telefónica, presidido entonces por el socialista Luis Solana. Fruto de aquellos lazos fue también el envío a Israel de los tres guardaespaldas de Luis Solana. Durante varias semanas esos tres hombres siguieron un curso de adiestramiento organizado por la empresa ISDS en unas instalaciones en Israel.


			El 29 de julio de 1988 se creó en Barcelona ISDS Ibérica. Un judío argentino llamado Ricardo Norberto Guelman canalizó desde entonces, a través de esta empresa, las actividades de ISDS Ltd. en España, que pasaron de la órbita de Josep Maria Figueras a la de la familia Folchi Bonafonte. La familia Folchi participaba en ISDS Ibérica a través de una sociedad de cartera llamada General Investments, en la que tuvieron poderes los hermanos Inmaculada y Juan José Folchi. Este último fue abogado del Estado y conseller d’Economia de la Generalitat en el gobierno de unidad del presidente Josep Tarradellas en representación de la UCD de Adolfo Suárez, aunque abandonó la administración para ejercer la abogacía en el sector privado y estuvo durante años vinculado al financiero Javier de la Rosa. Una relación que acabó por implicarle en más de una docena de procedimientos judiciales.26


			Los departamentos de Agricultura, Ramaderia i Pesca, de Indústria y Energia y de Comerç, Consum i Turisme; la Direcció General de Seguretat Ciutadana y la Entiat Autònoma de Jocs i Apostes (EAJA) son los departamentos de la Generalitat que aparecen mencionados en una larga lista de clientes que ISDS Ibérica presentó ante la Divisió de Seguretat del Comitè Organitzador Olímpic Barcelona’92 (COOB’92). ISDS Ibérica contrató con la Generalitat la elaboración de un plan de emergencia para el Palau Robert, edificio situado en el Passeig de Gràcia de Barcelona.


			Josep Miró i Ardèvol, el hombre que canalizaba las relaciones del gobierno catalán con ISDS, era por aquel entonces representante del nacionalismo más radical dentro del gobierno de Jordi Pujol, y había tenido un papel destacado en las relaciones de la Generalitat con Israel. Durante 1989, ISDS Ibérica impartió un curso de mando a los jefes de comarca del Servei d’Agents Rurals y contrató la realización de un plan de seguridad integral para el edificio Torreferrussa, sede de la Direcció General de Política Forestal de la Generalitat catalana. El Servei d’Agents Rurals fue potenciado personalmente por Miró i Ardèvol en agosto de 1986, en el marco del programa político bautizado como «Foc Verd», para luchar y prevenir los frecuentes incendios forestales veraniegos en Cataluña. Se trataba de un «cuerpo armado», de carácter parapolicial, que fue calificado por la oposición como «una especie de Guardia Civil a la catalana».27 En estas actividades forestales prestaron su colaboración destacados militantes de la Crida a la Solidaritat, organización nacionalista de corte independentista. Entre los riesgos que debía cubrir el plan de seguridad de Torreferrussa, la Direcció General de Política Forestal enumeraba los siguientes puntos: «Robos, hurtos, intrusismo, indiscreciones, espionaje, uso indebido de información, artefactos explosivos, sustracción de datos, violación de la intimidad, incendios».


			Inmaculada Folchi era la secretaria general —es decir, la número dos— del Departament de Governació de la Generalitat y estaba casada entonces con Miró i Ardèvol, el conseller d’Agricultura que auspició los contratos de asesoría de seguridad con la empresa israelí. Con el paso de los años, Miró i Ardèvol fue concejal de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona (1999-2003) y preside E-Cristians, una sociedad ultracatólica que ejerce desde finales de 2002 como grupo de presión política. Immaculada Folchi, por su parte, es la oficial mayor del Parlament de Catalunya, el mayor cargo entre el funcionariado de la institución.


			ISDS no iba a ser la única empresa de capital israelí que prestaría servicios a la Generalitat de Pujol en su intento de evitar que los datos de las actividades comerciales de su familia cayeran en manos equivocadas.


			 


			 


			En el verano de 1997, la fiscalía del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya (TSJC) —con Carlos Jiménez Villarejo como jefe y José María Mena como teniente fiscal— inició una investigación sobre los negocios que había mantenido el empresario Marcos David Tennembaum Kischner con varios departamentos de la Generalitat.28 Los apellidos del empresario israelí no son una casualidad. Marcos Tennembaum es hijo de Moisés David Tennembaum y Ruth Kischner, el matrimonio de judíos polacos que se instalaron en la Barcelona de la década de 1940 y que se asociaron con Florenci Pujol en diversos negocios, entre ellos nada menos que Banca Catalana. Ambas familias han mantenido desde entonces unas estrechas relaciones de amistad.


			Las diligencias informativas —que acabarían siendo archivadas si mayores consecuencias— fueron abiertas de oficio en julio de 1997 a raíz de una serie de informaciones publicadas por la prensa durante el mes anterior. La fiscalía consideraba que detrás de los contratos otorgados a dedo por el Departament de Justícia a la compañía de Marcos Tennembaum podría haber un presunto delito de prevaricación. «El objeto de las diligencias es aclarar si las decisiones administrativas por las que se adjudicaron determinados contratos fueron adoptadas de forma correcta o no», aseguraron entonces los medios de la fiscalía catalana.


			Marcos Tennembaum obtuvo varios contratos de la Generalitat durante la primera mitad de la década de 1990, principalmente por parte de Justícia, pero también de otros departamentos como Presidència e incluso Governació. Los fiscales intentaron sin éxito averiguar si en la adjudicación de los contratos otorgados pesó la relación de amistad del empresario de origen israelí con la familia del presidente Pujol. Marcos Tennembaum y un socio suyo de nacionalidad israelí, Sanson Batsri, fundaron en 1991 la compañía Tenba TB, especializada en seguridad privada, con un capital social de quinientas mil pesetas. La sociedad no tuvo actividad alguna durante tres años, hasta que en 1994 el Departament de Justícia le adjudicó tres contratos sucesivos, por un importe total de más de quinientos millones de pesetas, para la instalación del nuevo sistema de seguridad del centro penitenciario de Lleida.


			Alegando motivos de seguridad, el departamento no convocó ningún concurso público ni solicitó concurrencia de ofertas, y prefirió conceder el proyecto directamente a la sociedad de Marcos Tennembaum. El contrato tampoco apareció publicado en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC) hasta dos años después: el 1 de marzo de 1996, cuando el sistema no sólo había sido instalado, sino que había entrado en funcionamiento. El 5 de febrero de ese año, en efecto, fueron inauguradas con toda solemnidad las nuevas instalaciones con la asistencia de la consellera de Justícia, Núria de Gispert, y el conseller de Governació, Xavier Pomés, además del director general de Serveis Penitenciaris, Ignasi García Clavel, e incluso el alcalde socialista de Lleida, Antoni Siurana,29 entre otras personalidades. Posteriormente Tenba TB sería ilegalizada por orden de la Dirección General de Policía a causa de las numerosas irregularidades detectadas tras la entrada en vigor de la Llei de Seguretat Privada. Para entonces, Marcos Tennembaum había fundado otra sociedad, Vanuatu S. L., que, a pesar de no tener siquiera la correspondiente autorización administrativa como empresa de seguridad, facturó también a los departamentos de Justícia, Governació y Presidència.


			 


			 


			
EL ENEMIGO EN CASA



			 


			Los desvelos de los Pujol-Ferrusola por proteger sus actividades privadas de las miradas de cualquiera, amigo o enemigo, no acabaron con las contramedidas aplicadas a mediados de los noventa, ya que las amenazas tampoco habían desaparecido. En 1997 Josep Peris, el topo del Cesid que, desde su posición de subinspector de los Mossos d’Esquadra, había investigado a Jordi Pujol y al mayor de sus hijos, reapareció como destacado militante y dirigente de Unió Democràtica. A pesar de que su salida de la policía autonómica en 1993 se relacionó con una oscura trama de espionaje, o precisamente por eso, Josep Antoni Duran Lleida no dudó en convertirlo en uno de sus hombres de confianza en materia de seguridad. Duran no podía ignorar que el comandante del Ejército del Aire Josep Peris había sido acusado de filtrar datos de Jordi Pujol a los servicios secretos españoles aprovechando su cargo al frente de los Mossos.


			Condenado al ostracismo en el organigrama del Departament de Governació de la Generalitat, Peris logró reconducir su carrera como militante y dirigente de Unió. Desde 1997 Peris ha sido miembro del consejo nacional de la formación que lidera Duran Lleida y fue presidente de la comisión de seguridad del partido democristiano, el órgano que nominalmente diseña los criterios de UDC en materia de política de seguridad. Además, fue presidente de la agrupación de Unió en el distrito barcelonés de Ciutat Vella. Aunque su incorporación a los órganos de gobierno de Unió se produjo en 1997, Peris siempre fue una persona próxima y bien relacionada con Duran Lleida. Años antes de su ingreso en el consejo nacional de UDC era habitual su presencia como invitado en las reuniones.


			Los vínculos de Peris con Unió no son los únicos que mantuvo con CiU o con la administración catalana. A pesar de la gravedad de las acusaciones que motivaron su destitución, el primer jefe operativo de los Mossos no perdió su relación con la Generalitat. Este antiguo alto cargo de la policía autonómica estuvo destinado hasta la salida de CiU del ejecutivo en la delegación de Governació en Barcelona, en la sección de Jocs i Espectacles. Su puesto era el de «coordinador de la vigilancia e inspección de Jocs i Espectacles». En esas dependencias, sin embargo, nadie sabía dar razón de él, a pesar de que en su nómina consta ese destino como su puesto de trabajo oficial. Una persona que atendía el teléfono en esas dependencias afirmó no conocer «al tal señor Peris, ni recuerdo haber recibido llamadas para alguien que se llame así».30 Peris nunca negó sus contactos con la Casa; a las personas de su entorno siempre les explicó que aquellas reuniones no tenían otro objetivo que mantener vivas las relaciones con «el resto de cuerpos de seguridad del Estado».


			La presencia de Peris en el entorno más próximo de Josep Antoni Duran Lleida era una clara señal de peligro para los jóvenes cachorros de Convergència capitaneados por los hermanos Pujol-Ferrusola, quienes estaban empeñados en pilotar el proceso de sucesión de Jordi Pujol como líder de CiU y candidato a la presidencia de la Generalitat. Peris tiene una consultora privada de seguridad y además da clases de gestión pública de la seguridad en la Universitat Internacional de Catalunya. Si investigó una vez a Jordi Pujol Ferrusola, podría volver a hacerlo en el futuro, un futuro en el que el enemigo a batir para los chicos Pujol Ferrusola era precisamente el patrón de Peris, Duran Lleida.


			 


			 


			Oriol Pujol Ferrusola —el único de los hijos de Jordi Pujol que, gracias o a pesar de sus apellidos, se dedicó a la política activa— y sus principales colaboradores se habían fijado un objetivo: ejercer como custodios de la herencia de Jordi Pujol, presidente de Cataluña desde que logró por primera vez la confianza del electorado el 20 de marzo de 1980. Corrían los últimos meses de 1999 y era la última oportunidad para los Pujol-Ferrusola. Lo que estaba en juego era nada más y nada menos que el legado de su padre. En ese momento se jugaban demasiado como para permitir incursiones de los servicios secretos o de los servicios de información de las fuerzas de seguridad en sus proyectos para designar al sucesor del president.


			Jordi Pujol se estuvo resistiendo hasta ese instante a designar un sucesor a pesar de la insistencia de los miembros de su círculo más íntimo. El president era consciente de que había gestionado mal su sucesión. Dos años antes, una mañana de agosto de 1997, llamó a uno de sus confidentes a su despacho del Palau de la Generalitat. Le citó a las ocho de la mañana. El confidente, un conocido intermediario financiero de Barcelona, acudió pensando que le iba a consultar una cuestión vital. Sin embargo, Pujol sólo quería sincerarse con alguien. «Perdí el tren de la sucesión con [Josep Maria] Cullell, ahora cualquier solución es mala», le confesó el madrugador president, mientras tomaba un Coca-Cola, a su atónito interlocutor.


			El 17 de octubre de 1999 el padre de Oriol, a los sesenta y nueve años, ganó su sexto y último asalto a la presidencia de la Generalitat. Y lo hizo por la mínima, gracias a un sistema electoral que le permitió obtener cuatro escaños más que Pasqual Maragall, el único aspirante que le ha ganado en número de votos. La campaña para las elecciones autonómicas de 1999 fue la más dura y la más disputada desde 1980. Tras la exigua victoria obtenida ante Maragall, CiU necesitaba el apoyo parlamentario de los diputados del Partido Popular o los de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), dos posibilidades excluyentes, para sumar los 68 escaños que necesitaba para gobernar.31 Una difícil coyuntura para la última legislatura de Pujol, una legislatura en la que debía decidir quién sería su sucesor al frente de CiU para disputar a Maragall la presidencia de la Generalitat en 2003. Oriol, sus hermanos y sus colaboradores tenían por delante una dura tarea si querían asegurarse de que el delfín elegido por el presidente de la Generalitat fuera Artur Mas, que contaba con cuarenta y dos años en ese momento y era el candidato del entorno de Pujol.


			Josep Antoni Duran Lleida, nacido en 1952, el ambicioso presidente del comité de gobierno de Unió Democràtica de Catalunya (UDC), llevaba años en la carrera para suceder a Pujol. Además, en la campaña para las elecciones de 1999 y a pesar de los casos de corrupción que venían salpicando desde hace años a los departamentos de la Generalitat gobernados por consellers de Unió, echó el resto y se convirtió en una de las bazas electorales de un Jordi Pujol obligado a anunciar que era su última campaña como candidato a la presidencia del gobierno catalán para arañar unos votos imprescindibles en el más disputado de sus asaltos al Palau.


			En el otoño de 1999, Pujol se negaba a tomar una decisión que dejara claro si su hombre era Mas o era Duran. Optó por una solución salomónica. El president arbitraría entre dos superconsellers: Mas sería ratificado como titular de Economia, Finances i Planificació y recibiría mayores responsabilidades; Duran entró en el ejecutivo catalán por primera vez como conseller de Governació i Relacions Institucionals. Pujol dividió así el gobierno en dos grandes áreas, la económica y la política, y colocó a cada uno de los dos candidatos a sucederle al frente de cada una de ellas. El president se reservó para sí el control del Departament de Presidència, que seguiría a cargo de Xavier Trias hasta días antes de la campaña para las elecciones generales del 12 de marzo de 2000.32


			Ese modelo, sin embargo, generó un serio problema para el núcleo de apoyo de Oriol Pujol Ferrusola. Si Duran Lleida iba a ser el titular de Governació, le correspondía el mando sobre los Mossos d’Esquadra, la policía autonómica catalana, incluida la brigada de información, integrada por los mortadelos. Oriol y su facción eran muy poderosos. De hecho, en la sede de Convergència Democràtica de Catalunya en el carrer Còrsega de Barcelona habían abierto y nutrido un jugoso dossier sobre las actividades de Duran y los dirigentes de Unió en relación con los dos escándalos que afectaban a la formación democristiana: el «caso Pallerols» y el «caso Turisme». Un estrecho colaborador de Jordi Pujol durante su última legislatura como presidente de la Generalitat asegura que Oriol Pujol representó un papel determinante a la hora de desgajar el Departament d’Interior del de Governació para evitar que Duran Lleida tuviera el control de los Mossos: «Oriol no podía permitir que [los Mossos d’Esquadra] investigaran determinadas actividades de sus hermanos, en especial las de Jordi, por orden de Duran Lleida».


			Oriol logró su objetivo. El 30 de diciembre de 1999 tomaron posesión de su cargo los catorce consellers del nuevo gobierno de la Generalitat. Mas y Duran eran los nuevos superconsellers, pero entre los miembros del nuevo Gabinete también se encontraba Xavier Pomés, que hasta ese momento ocupaba la cartera de Governació. Su nuevo cargo, conseller d’Interior. Todas las competencias de Governació en materia de seguridad seguían en manos de Pomés, un hombre de Trias. Pero los chicos de Oriol Pujol fueron más lejos y forzaron el nombramiento de Xavier Martorell como director general de Seguretat Ciutadana. Eso les garantizaba el control sobre los Mossos d’Esquadra y sobre su servicio de información.


			 


			 


			Los negocios de los chicos


			 


			¿Qué buscaban los agentes del Cesid, De la Rosa, Josep Peris o Duran Lleida en las actividades comerciales privadas de la familia de Jordi Pujol? No se trataba del patrimonio del president. Pujol empezó a desvincularse de la gestión de Banca Catalana en 1976 —para disgusto de algunos de sus principales socios como Joan Baptista Cendrós y de algunos de los miembros de su familia— y se distanció de forma definitiva en 1980, cuando accedió a la presidencia de la Generalitat. Donó sus acciones del banco a una fundación vinculada a la propia entidad. Existen dudas fundadas de que aquella donación fuera real y de que, en realidad, Pujol no siguiera siendo el titular de las acciones, o de que la venta de aquel paquete mucho antes de la quiebra no esté, junto a otros pagos relacionados con Banca Catalana, en el origen de los fondos hallados en la cuenta familiar en Andorra.


			Uno de los gestores del patrimonio de Jordi Pujol asegura que los bienes del ex presidente son escasos. No es un hombre pobre, pero no pasa de ser «un pequeño rentista». «Sé que después de la política saldré sin un duro», afirma el asesor financiero que siempre repite Pujol. Durante los veintitrés años y medio que permaneció como inquilino de la Casa dels Canonges,33 Pujol sólo realizó un pelotazo, según este gestor, y fue con un paquete de acciones que poseía desde años antes de convertirse en presidente de la Generalitat. El ex president, como en su día Manuel Fraga, fue uno de los políticos que accedieron a ser accionistas fundadores del diario El País. El 14 de abril de 1973, tres años antes de que el rotativo saliera a la calle, se convirtió en el accionista número 53 del diario con un paquete de diez acciones de cien mil pesetas cada una, un total de un millón de pesetas.34 Claro que se refería exclusivamente a los bienes estrictamente a nombre de Jordi Pujol i Soley, no al resto de la familia. Y es que Pujol nunca figuró como titular en las cuentas familiares que acabaron en la BPA, a pesar de lo que decía en su comunicado.


			Desde 1980, sin embargo, El País se convirtió en el látigo de Pujol por su relación con la crisis y posterior quiebra de Banca Catalana. En 1982 el rotativo lanzó su edición catalana y, coincidiendo con la quiebra del banco, intensificó sus ataques a Pujol. La querella contra Pujol y veinticuatro ex directivos más de Catalana promovida por la fiscalía en 1984 fue adelantada desde las páginas de El País. Pujol, que nunca acudió a una sola ampliación de capital, rompió desde entonces relaciones con el primer diario de España, a pesar de que seguía recibiendo anualmente unos dividendos de un millón de pesetas por sus acciones en la compañía editora. No concedería una sola entrevista a los periodistas del rotativo hasta marzo de 1992, después de lograr su tercera mayoría absoluta en el Parlament. Dos meses más tarde, el 12 de junio de 1992, y contra el consejo de sus asesores financieros, se desprendió de las acciones. Por aquel millón de pesetas de 1973, Pujol percibió del grupo Prisa, propietario del diario, 47.190.000 pesetas.


			Además de ese dinero, el matrimonio Pujol-Ferrusola sólo poseía oficialmente las acciones que la esposa del president tenía en la compañía Hidroplant, el piso de la ronda del General Mitre —dos viviendas de ciento veinte metros cuadrados unidas, una a nombre de Jordi Pujol y otra a nombre de Marta Ferrusola—, y las casas familiares en Premià y en Queralbs. «Lo mismo que tenía en el año ochenta, a precio de ahora», aseguraba su gestor de patrimonios. Descartada la fortuna del president como objetivo de las investigaciones, el blanco de los sabuesos que han venido indagando a la familia desde 1990 sólo podían ser los hijos del clan Pujol-Ferrusola. Porque si el Cesid o el CNI llegaron a conocer la existencia de la cuenta familiar en Andorra, sus superiores decidieron guardar la información en un cajón para usos futuros. Todo parece indicar que alguien pactó con Pujol que aquella cuenta no sería investigada jamás.


			Sin embargo, coincidiendo con el inicio de las primeras investigaciones de los servicios secretos sobre Jordi Pujol Ferrusola de 1992, el entorno de Javier de la Rosa hizo circular la versión de que en la venta a la Generalitat de un edificio de Grand Tibidabo el hijo mayor de Pujol había recibido una comisión de trescientos millones de pesetas. En noviembre de 1994 Jordi Pujol Ferrusola se vio obligado a desmentir esos rumores: «No es cierto que haya llevado a cabo negocios con Javier de la Rosa. Ni tuve relación alguna con la venta de la sede central de CNL [antiguo nombre de Grand Tibidabo] ni nadie de la familia tiene obligaciones» de la empresa. La instrucción del caso Grand Tibidabo, llevada a cabo por el juez Joaquín Aguirre y los fiscales José María Mena y María Victoria Ribas, demuestra que ese dinero acabó siendo desviado a las arcas del diario nacionalista El Observador, promovido por Lluís Prenafeta, el secretario de Presidència de Jordi Pujol entre 1980 y 1990, y por el abogado penalista Juan Piqué Vidal, defensor del president en el caso Banca Catalana y uno de los principales responsables de la trama de extorsiones a empresarios del juez Lluís Pascual Estevill.


			Y es que los negocios de los hijos de Pujol siempre han sido objeto de debate en Cataluña. Con escasas pruebas pero alimentadas por un sinfín de habladurías basadas tanto en la longevidad política del primer presidente de la Generalitat restaurada como en la fuerte personalidad de la matriarca del clan, Marta Ferrusola, que siempre ha defendido el derecho de sus hijos a hacer negocios con la administración y, en el fondo, a recuperar el patrimonio familiar al que renunció la familia cuando el padre optó por la política.


			«El error original de Pujol, error elevado ahora al rango de delito o de presunto delito —escribía Manel Cuyàs, el periodista encargado de la redacción de las memorias de Pujol—, fue la poca atención que proyectó sobre los movimientos de dinero que se hacían en su casa.» Aunque Cuyàs señala otra razón para la tolerancia de Pujol ante las actividades non sanctas de su prole: «Tampoco se preocupó mucho de los estudios de sus hijos y se acusaba de no haber asistido al parto de su hija pequeña porque estaba de viaje oficial».35 Ese complejo justificado de padre ausente explica, además de la tolerancia con sus hijos, su acto final de inmolación en nombre, no de Cataluña en esta ocasión, sino de su propia familia.


			En los años noventa, también circularon rumores que apuntaban a que De la Rosa solucionó un supuesto problema financiero del hijo de Pujol adquiriendo unos pagarés falsos de una sociedad llamada Grup de Consellers Financers. Esta compañía suspendió pagos en 1993 y el juzgado que instruyó el procedimiento concursal, el 32 de primera instancia de Barcelona, no encontró nada que relacionase a Pujol Ferrusola con sus actividades: «Una intoxicación premeditada», afirmarían personas próximas a Jordi Pujol Ferrusola.


			Sin embargo, el notable enriquecimiento de Jordi Pujol Ferrusola siempre ha llamado la atención tanto de la oposición como de algunos de los dirigentes de Convergència. De hecho, las primeras filtraciones sobre las actividades comerciales del primogénito de Pujol empezaron a llegar a los medios de comunicación en 1992, durante el primer enfrentamiento que mantuvieron el entonces secretario general del partido, Miquel Roca, con el presidente de la formación, el propio Pujol.


			Jordi Pujol Ferrusola había participado entonces en una veintena de sociedades, todas ellas vinculadas a personalidades del entorno de Pujol y en las que la administración había generado parte de sus ingresos. Unas participaciones que le han reportado experiencias amargas, como en septiembre de 1993, cuando un juez decretó su arresto, junto al de todos los miembros del consejo de administración de Hot-Line Computer, una compañía dedicada a la comercialización de material informático que quebró. Jordi Pujol Ferrusola entró en el accionariado de la compañía en 1990 y se desvinculó de ella en abril de 1993.36 En los últimos años, sin embargo, Jordi Pujol Ferrusola habría aprendido a ser más discreto. Desempeñó funciones de bróker, intermediario de operaciones millonarias (en euros), como la del World Trade Center de Barcelona,37 pero su participación apenas dejó rastro. Lo que sí era evidente era su poder adquisitivo. Durante la segunda mitad de los años noventa ya conducía uno de los escasos Lamborghini de la provincia de Barcelona. En 1997 el vehículo constaba registrado en Tráfico a su nombre. Hoy posee un catálogo de coches antiguos de lujo que son la envidia de los coleccionistas, pero ni uno solo le pertenece documentalmente. Las investigaciones del titular del juzgado de instrucción número 5 de la Audiencia Nacional a partir de las denuncias de Victoria Álvarez prueban que Jordi Pujol Ferrusola era el propietario de forma indirecta de, al menos, dieciséis coches, dieciséis motos, tres furgonetas, dos remolques y un quad. Su colección incluye joyas del motor como un Ferrari F40; un Ferrari Testarossa; un Ferrari 328 GTS; un Ferrari 348; un Porsche 356; un Porsche 911 GT3 RS; un Porsche 906; un Mercedes-Benz S. L. 280 Pagoda; un Mercedes-Benz SLR McLaren; un Lamborghini Diablo; un Lamborghini Miura; un Lotus Elan, y un Jaguar E-Type. Aunque la colección incluye también un Seat 600, el parque móvil del primogénito del ex presidente de la Generalitat, que hasta no hace mucho ocultaba en una nave industrial en la localidad barcelonesa de Castellbisbal, según una fuente próxima a la familia Pujol, no desciende de los dos millones de euros.


			Jordi no es el único de los hijos de Pujol que ha hecho fortuna. Josep Pujol Ferrusola, tras aparecer vinculado a Manuel Prado y Colón de Carvajal, fundó su propia consultoría, Europraxis, que acabó en manos del grupo Indra, pero a la que sigue vinculado como ejecutivo. Josep Pujol Ferrusola recibió por la venta de su parte de Europraxis cerca de diez millones de euros. Pero «olvidó» declarar el ingreso al fisco. La venta se produjo en 2001, con José María Aznar como presidente del gobierno y Cristóbal Montoro como ministro de Hacienda. Los inspectores de Montoro pillaron a Josep Pujol intentando evadir el resultado de la venta de Europraxis y le reclamaron dieciocho millones de euros. Tras la negociación, la Agencia Tributaria se conformó con cinco millones. Tal vez por esa razón, Josep es el único miembro del clan Pujol que ha admitido públicamente haberse acogido a la amnistía fiscal promovida por Montoro, quien volvió al Ministerio de Hacienda en 2011 de la mano de Mariano Rajoy. Josep Pujol admitió haber regularizado dos millones de euros sin declarar que tenía en Suiza. Antes de que Josep Pujol vendiera su participación, Europraxis estuvo relacionada con algunos escándalos vinculados con la Generalitat que presidía su padre, como la decisión de la multinacional estadounidense Lear de cerrar su factoría de componentes de automóvil en Cervera (Lleida).


			Josep Pujol Ferrusola también ha estado vinculado a Javier de la Rosa a través del que en su día fuera su relaciones públicas, Alfredo Fraile, que también estuvo a cargo de las dos campañas electorales, 1987 y 1991, en las que Josep Maria Cullell disputó sin éxito la alcaldía de Barcelona a Pasqual Maragall. La más peligrosa de las amistades de Josep Pujol Ferrusola fue el financiero Juan Manuel «John», Rosillo, huido de la justicia desde octubre de 2002, cuando fue condenado por el Tribunal Supremo a cinco años y medio de cárcel por delito fiscal. Rosillo también está reclamado en España por homicidio. El 29 de septiembre de 2003, casi un año después de que se fugara de la justicia española, sería localizado por la Policía Nacional de Panamá en Ciudad de Panamá, o Panama City como al propio Rosillo le gustaba llamarla.38 Un lugar sin molestos convenios de extradición con España.


			«El problema de los chicos Pujol-Ferrusola —asegura un veterano político nacionalista muy próximo a Pujol—, en especial el de los hijos mayores, es que no entienden el sacrificio económico que hizo su padre por su idea de lo que debía ser Cataluña en su momento. Como sabe cualquiera mínimamente bien informado, Pujol hundió Banca Catalana al poner el banco al servicio de proyectos que en la mentalidad de Jordi Pujol eran esenciales para la construcción nacional de la Cataluña y sigue viviendo en el mismo piso de Barcelona en el que vivía cuando en 1976 decidió dedicarse de forma exclusiva a la política.»


			El citado veterano nacionalista, que desea mantener el anonimato, asegura que en la formación de los hijos de Pujol tuvo una influencia nociva la ausencia del padre y la presencia del que, desde 1980 hasta 1990, fue su mano derecha en la presidencia de la Generalitat: Lluís Prenafeta. La familia de Prenafeta ofreció en 1983 el primer empleo a Jordi Pujol Ferrusola en la empresa Tipel, igual que al actual presidente de la Generalitat, Artur Mas. «Desde un principio supe que mi marido no era una persona con la que yo pudiera contar en el hogar», afirmaba Marta Ferrusola en una entrevista en 1994. El acceso de Pujol a la presidencia de la Generalitat, en 1980, afectó considerablemente a la familia: «Cuando mi marido fue presidente, ellos [sus hijos] eran todavía pequeños. El menor tenía sólo ocho años», afirmaba Ferrusola en aquella entrevista.


			«Los hijos de Pujol se están cobrando la inversión que hizo su padre por Cataluña porque, en el fondo, ellos no querían ser recordados como los hijos de Jordi Pujol, el político más importante de la historia de Cataluña, sino como los nietos de Florenci Pujol, el padre del president y fundador de Banca Catalana, con un banco que hubiera resistido la gestión al servicio del nacionalismo», asegura el antiguo hombre de confianza del ex president que no quiere ser identificado.


			Durante el año 1984, Jordi Pujol Ferrusola residió en Estados Unidos y viajó por más de cuarenta países. En esa época estableció, antes que su hermano Josep, sus primeras relaciones con Manuel Prado y Colón de Carvajal. Prado y Prenafeta eran los encargados de buscar a la multinacional que debía ser el socio de referencia de lo que hoy es Port Aventura. Jordi Pujol Ferrusola también hizo negocios con el oscuro empresario Dídac Fàbregas. Ex militante del PSOE y director general de Política Autonómica en uno de los primeros gobiernos de Felipe González, a Fàbregas se le relacionó con cobros irregulares en algunos proyectos públicos.39 En 1992, tras abandonar la política, era el representante en España de la multinacional alemana RWE. Le sustituiría otro «notable» socialista, el ex delegado del gobierno en Cataluña Francesc Martí Jusmet, que mantendría a Jordi Pujol Ferrusola en la nómina de asesores de la multinacional alemana.


			Tras la incorporación de Jordi Pujol Ferrusola, RWE obtuvo de la Generalitat la concesión en exclusiva de la recogida y tratamiento de aceites industriales. También en 1992, Jordi Pujol Ferrusola pasó a engrosar la nómina de asesores del grupo industrial de Carles Sumarroca, un importante empresario adjudicatario de la Generalitat, que en marzo de 2003, seis meses antes de que Jordi Pujol abandonara la presidencia, vendió la mayoría de las acciones de sus empresas al grupo Agbar.
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